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EDITORIAL 


Defensoras y defensores: 
entre el riesgo y la indefensión 


La criminalización de los movimientos de defensa de los derechos humanos en nuestro 

país es uno de los factores que aumentan la vulnerabilidad de las y los defensores quienes, al visiblllzar 
en su labor diaria los abusos del poder para aspirar a sociedades más justas y democráticas, comprome¬ 
ten su vida y su integridad frente al hostigamiento, las amenazas, las agresiones físicas, las detenciones 
¡legales, las desapariciones, los asaltos, los asesinatos y demás delitos cometidos en su contra. 

La Impunidad en estas agresiones vulnera el derecho a la justicia de las y los defensores y sus fa¬ 
miliares, y también pone en riesgo el fortalecimiento de la democracia al no ser reconocida ni protegida 
debidamente por el Estado la actividad de quienes defienden los derechos de las víctimas, generan espa¬ 
cios de diálogo y rendición de cuentas y dan voz a quienes no la tienen. Esta situación indigna a quienes 
dentro y fuera del país exigen al gobierno mexicano que garantice el derecho fundamental que tiene cual¬ 
quier persona a defender y promover los derechos humanos. 

La confirmación más lamentable de los riesgos y la vulnerabilidad se materializa en los recientes tres 
años con los asesinatos impunes de cuatro defensoras y 10 defensores de derechos humanos en siete 
entidades del país, siendo Guerrero la principal con cinco casos, de acuerdo con informes presentados 
por la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos en México y Am¬ 
nistía Internacional. 

En este contexto han surgido diversas iniciativas impulsadas desde el gobierno, las organizaciones 
de la sociedad civil y los organismos de defensa de los derechos humanos para implementar, desde las 
instancias de procuración de justicia, mecanismos permanentes de protección y prevención de agresio¬ 
nes contra defensoras y defensores de derechos humanos y contra periodistas. 

Estas acciones representan un primer paso hacia una política pública encaminada a garantizar el 
derecho a defender los derechos humanos. Sin embargo, esta labor no será suficiente si antes no se 
garantiza la procuración e impartición de justicia y mientras los tres niveles de gobierno no acaten su 
obligación de cumplir efectivamente las medidas cautelares decretadas por la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos [cidh] a favor de las personas cuyas vidas están en peligro. 

Ante tal indefensión gubernamental, la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal [cdhdf] 
refrenda su vocación de servir como amplificador de las voces de quienes necesitan ser escuchados y se 
solidariza a nivel nacional con quienes defienden los derechos humanos. 

En este número de dfensor hacemos un llamado urgente a las autoridades para que cumplan sus 
obligaciones de brindar seguridad, protección y justicia a quienes defienden los derechos humanos y a 
la sociedad en general, con el fin de mantener la exigencia de respeto a las y los defensores, cuya inter¬ 
vención es esencial mientras en el país no se superen las causas estructurales que generan violaciones 
a los derechos humanos. 
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opinión y debate 

Defensores de derechos 
humanos en México: 
en la mayor vulnerabilidad 

AGNIESZKA RACZYNSKA* 


El Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, encargado de supervisar el 
cumplimiento de las obligaciones contenidas en el Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, hizo una revisión de los avances y retrocesos en la materia en México los días 
8 y 9 de marzo pasado. La revisión realizada por el Comité, conformado por 18 personas 
expertas, consistió en evaluar el informe de cumplimiento presentado por el Estado 
mexicano, así como los insumos ofrecidos por diferentes organizaciones de derechos 
humanos mexicanas e internacionales, y los informes de los distintos mecanismos 
de las Naciones Unidas. 

Al respecto, el Comité expresa su preocupación por la falta de “progresos significativos 
en la aplicación de recomendaciones anteriores del Comité”, y en específico manifiesta 
“la falta de protección a defensores de derechos humanos y periodistas, y lamenta que 
subsistan motivos de preocupación”.^ 


Defensores y defensoras de dereehos hnmanos en peligro 

En un ejercicio de análisis de la situación que enfrentan los defensores y las defensoras de 
derechos humanos en el país, las organizaciones que conforman la Red Nacional de Orga¬ 
nismos Civiles de Derechos Humanos Todos los Derechos para Todas y Todos (Red tdt) 
elaboraron un informe en el que se muestran los obstáculos para ejercer el derecho a defen¬ 
der los derechos humanos en México: 


* Secretaria ejecutiva de la Red Nacional de Organismos Civiles de Derechos Humanos. Todos los Derechos para Todas y Todos (Red tdt). 

1 Observaciones finales dei Comité de Derechos Humanos. Examen de ios informes presentados por los Estados Parte en virtud del artículo 
40 dei Pacto. México, 7 de abril de 2010, disponible en <www2.ohchr.org/engl¡sh/bodies/hrc/docs/CCPR.C.MEX.C0.5_S.pdf>, página consul¬ 
tada el 18 de junio de 2010. 
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No hay esfuerzos sustanciales para 
investigar los abusos y la impunidad deja 
abierta la posibilidad de nuevos ataques. 


El problema de falta de garantías para el tra¬ 
bajo de defensores de derechos humanos es 
aún un asunto de agenda pendiente del Es¬ 
tado mexicano, que se suma a la agenda más 
amplia de impunidad en las violaciones a de¬ 
rechos humanos individuales y colectivos. Por 
lo general, no se da trámite o no se realizan in¬ 
vestigaciones por denuncias de violaciones de 
derechos humanos a nivel penal. Este proble¬ 
ma de impunidad no podrá ser resuelto con ac¬ 
ciones coyunturales si no se atienden las causas 
estructurales que generan las violaciones a los 
derechos humanos y que, por tanto, exigen del 
trabajo de los defensores.^ 

Las agresiones a defensores(as) en lo indivi¬ 
dual o a las instituciones en las que trabajan, 
encuentran su expresión en el hostigamiento 
a través de actos de persecución y vigilancia, 
amenazas, agresiones físicas, detenciones ile¬ 
gales, robos a oficinas, o violaciones graves 
como el asesinato. No se han hecho esfuer¬ 
zos sustanciales para investigar los casos de 
abusos contra quienes defienden los dere¬ 
chos humanos; la impunidad es la norma en 
estos asuntos y deja abierta la posibilidad de 
nuevos ataques. El gobierno ha accedido a 
proporcionar a varias defensoras y defensores 
las medidas de protección ordenadas por la 
Comisión Interaniericana de Derechos Hu¬ 
manos (cidh), pero algunos han informado 
que éstas no han sido efectivas. 

Casos impunes 

La falta de voluntad para la investigación y la 
impunidad se manifiestan de manera ejem- 

2 Fragmento del informe presentado por la Red tdt ante el Co¬ 
mité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, véase el 
texto completo en <www.redtdt.org.mx/media/descargables/ 
informeRedTDT CDHONU español.pdf>, página consultada el 18 
de junio de 2010. 


piar en el caso de Lorenzo Fernández Ortega, 
quien fue encontrado muerto el 10 de febre¬ 
ro de 2008 en el municipio de Ayuda de Los 
Libres, Cuerrero, con evidentes huellas de 
tortura. Lorenzo era integrante de la Organi¬ 
zación del Pueblo Indígena Me’phaa (opim) y 
tuvo un importante papel en la denuncia de 
los 14 indígenas tlapanecos que fueron este¬ 
rilizados de manera forzada. Asimismo, fue 
acompañante activo en la denuncia por la 
violación sexual y tortura de su hermana Inés 
Fernández Ortega, cometida por militares 
A pesar de la denuncia formal, hasta la 
fecha las únicas pruebas que obran en el ex¬ 
pediente de investigación son las denomina¬ 
das primeras diligencias, que consisten en el 
levantamiento del cadavér y la declaración 
de dos testigos de identidad. Actualmente no 
existe ninguna prueba concreta y tangible 
para esclarecer la ejecución extrajudicial de 
Lorenzo Fernández Ortega. 

En los últimos tiempos se ha acentuado el 
clima de criminalización de la protesta so¬ 
cial; es decir que las acciones de resistencia 
contra el autoritarismo, la denuncia de vio¬ 
laciones de derechos humanos y las accio¬ 
nes de presión sobre las autoridades para que 
cumplan con sus obligaciones están tenien¬ 
do, cada vez más, la consecuencia de que un 
defensor o defensora sean acusados de algún 
delito y llevados a la cárcel para enfrentar 
uno o varios procesos legales.^ 

3 Véase Red tdt, Los derechos humanos en el primer año de la 
administración de Felipe Calderón, febrero de 2008, disponi¬ 
ble en <www.redtdt.org.mx/media/descargables/2008%20Alta 
Comisionada_Vis¡ta.pdf>, página consultada el 18 de junio de 2010. 
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El 27 de noviembre de 2009, Mariano Abar- 
ea Roblero, miembro de la Red Mexieana 
de Afeetados por la Minería (Rema), reeibió 
tres disparos de un hombre que viajaba en 
una motoeieleta. El ataque oeurrió en el 
munieipio de Chieomuselo, Chiapas. Ma¬ 
riano Abarea Roblero y otros aetivistas de 
Rema habían bloqueado una earretera en 
junio para protestar por las operaeiones de 
una empresa minera en la zona la eual, en 
su opinión, está eontaminando y dañando el 
medio ambiente. El 17 de agosto, Mariano 
Abarea Roblero fue detenido en el lugar de 
la protesta por agentes de la polieía estatal 
de Chiapas, sin explieación ni orden judi- 
eial. Lo mantuvieron reeluido en deteneión 
preventiva (“arraigo”) por su partieipaeión en 
las protestas. 

El trabajo de las y los defensores en el 
contexto de la lucha contra el crimen or¬ 
ganizado y la creciente militarización de 
la seguridad pública que vive el país pone 


aún más en riesgo la seguridad de quienes 
defienden los derechos humanos. El 31 de 
agosto de 2009, un hombre armado entró en 
la tienda de Salomón Monárrez en Culia- 
cán, Sinaloa, y le disparó varias veces. Mo¬ 
nárrez acababa de abrir su tienda de equipos 
de construcción cuando oyó el disparo de un 
arma detrás de él. Se giró y vio a un hom¬ 
bre armado, con el rostro cubierto por un 
pasamontañas, que disparaba directamente 
en su contra. Salomón Monárrez es diri¬ 
gente del Erente Cívico Sinaloense (fcs), 
organización de derechos humanos que ha 
denunciado repetidamente las violaciones a 
derechos humanos perpetradas en Sinaloa, 
y especialmente los abusos cometidos por 
miembros del Ejército mexicano. 

De igual manera, es necesario resaltar 
la vulnerabilidad de las y los que defienden 
y promueven los derechos de la comunidad 
con orientación sexualmente diversa, quie¬ 
nes son objeto de amenazas, agresiones. 
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homicidios, cargos penales de motivación 
política y encarcelamientos por organizar 
manifestaciones de protesta o fomentar el 
respeto a los derechos humanosd 

En enero de 2005, Antonio Chamorro, 
joven de 23 años que era director de Espe¬ 
ranza Voluntades Comprometidas, activista 
y luchador por los derechos humanos, la di¬ 
versidad sexual y el vm/sida tanto en Puebla 
como en la ciudad de México, fue encontra¬ 
do ahorcado en las ofieinas de su asociación 
civil ubicadas en la ciudad de Puebla, sin 
que hasta la feeha las autoridades judieiales 
de esa loealidad hayan dado euenta de algu¬ 
na línea de investigaeión. 

En junio de 2005 fue asesinado Oe- 
tavio Acuña, psicólogo de profesión e in¬ 
tegrante de la Asoeiaeión Queretana de 
Edueaeión para las Sexualidades Humanas 
(Aejuesex) quien, en los últimos meses de 
2004, presentó la primera queja por ho- 
mofobia ante la Comisión Estatal de De¬ 
rechos Humanos (cedh) por las agresiones 
sufridas a manos de agentes de la polieía 
de su estado.^ José Ernesto Leal López, ae- 
tivista por los dereehos de las y los homo¬ 
sexuales en Matamoros, Tamaulipas, fue 
golpeado, apuñalado en oeho oeasiones y 
degollado en enero de 2007.'’ 

Agustín Estrada Negrete, director de los 
Centros de Ateneión Múltiple ubieados en 
el munieipio de Eeatepee, Estado de Mé- 

4 La Red de Movimientos en Pro de la Diversidad Sexual y Equidad 
de Género denunció que en Guerrero los miembros del Ejército 
detienen de manera ilegal, en la vía pública y revisan minu¬ 
ciosamente a los integrantes de esta asociación, incluso más 
que a los sujetos sospechosos o los que podrían ser culpables 
de algún delito. Para mayor información, véase <www.notigay. 
com/tablero/446-exigen-que-militares-dejen-de-vejar-a-gays-de- 
tecpan-guerrero.html>, página consultada el 18 de junio de 2010. 

5 Fernando del Collado, Homofobia. Odio, crimen y justicia, 1995- 
2005, España, Tusquets Editores, 200?. 

6 “El crimen de odio: la cara más brutal de la discriminación”, en 
ofensor, núm. 9, cdhdf, México, septiembre de 2009, disponible 
en < www.cdhdf.org.mx/index. php?id=dfemay09crimenodio>, 
página consultada el 18 de junio de 2010. 


xico, y tpúen ha sido activista social en esa 
zona por más de una década, ha promovido 
y realizado manifestaciones para el recono¬ 
cimiento y la protección de los derechos 
de los grupos vulnerables, como niños con 
discapacidad, mujeres y personas homo¬ 
sexuales; sin embargo, ha sido amenazado, 
hostigado y despedido de su puesto eomo 
eonseeueneia de su prefereneia sexual. A 
raíz de las denuncias realizadas por Agustín 
ante las autoridades, se han documentado 
amenazas en su contra, además de malos tra¬ 
tos, golpes, insultos, deteneión arbitraria e, 
ineluso, la presunta violaeión sexual estando 
en deteneión. 

Sin garantías 

A pesar de cpie la Seeretaría de Relaeiones 
Exteriores afirma t[ue “la polítiea de Méxieo 
en materia de derechos humanos incluye la 
ateneión de los problemas cjue enfrentan las 
defensoras y defensores de derechos huma¬ 
nos en el país, con el fin de que su labor no 
pueda ser obstruida’V aetualmente no existe 
en Méxieo una política de Estado de pro¬ 
tección de la labor de las y los defensores de 
derechos humanos. 

El Estado mexicano no genera las con- 
dieiones que permiten a las defensoras y los 
defensores de los dereehos humanos ejercer 
su labor de manera libre y efeetiva y, por lo 
tanto, no crea las condiciones necesarias 
para la promoción y la defensa de los de¬ 
rechos humanos de quienes se encuentran 
hoy en día en la mayor vulnerabilidad en 
nuestro país. 

? Secretaría de Relaciones Exteriores, Intervención de lo delega¬ 
ción de México durante el diálogo interactivo con lo Relatora Es¬ 
pecial sobre la situación de los defensores de derechos humanos, 
Ginebra, 11 de marzo de 2010, disponible en <http://portal.sre. 
gob.mx/oi/popups/articleswindow.php?id=668>, página consul¬ 
tada el 18 de junio de 2010. 
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Riesgos y retos para 
las y los defensores 
de derechos humanos 


ACUDDEH.A. C.* 


La situación en la que actualmente los defensores y las defensoras de derechos humanos 
en México desarrollamos nuestra actividad es sumamente compleja y representa nuevos 
riesgos y retos para la labor de defensa de los derechos humanos, sobre todo en el aspecto 
de la seguridad y la protección, ya que las y los defensores padecemos el incremento de 
ejecuciones extrajudiciales, prisión política, hostigamiento, seguimientos, allanamientos 
y agresiones físicas y psicológicas en un ambiente de inseguridad e impunidad.^ 


Contexto 


En México las y los defensores de derechos humanos realizamos nuestra labor en un contexto 
de violencia estructural y dirigida. En el primer caso, la negación o limitación por parte del Esta¬ 
do mexicano del acceso a los plenos derechos económicos, sociales, culturales y ambientales de 
la sociedad se traduce en una constante violencia estructural hacia la mayoría de la población; 
ésta es, también, la principal causa que impulsa a la sociedad al ejercicio del derecho a la liber¬ 
tad de expresión, manifestación, organización y protesta. En este sentido, la pobreza es una de 
las grandes violaciones a los derechos humanos que padece la sociedad mexicana. 

Como consecuencia de la negación o restricción a los derechos humanos de la sociedad, 
se produce un proceso de descomposición y ruptura del tejido social, así como un proceso 
de deshumanización de la sociedad que se manifiesta en una mayor inseguridad; es decir, 
en el incremento de los índices de criminalidad por parte de la delincuencia común y de la 
delincuencia organizada. 


* Debido a que e! Comité Cerezo México se ha dedicado desde 200P a impartir talleres de prevención y protección para defensores de de¬ 
rechos humanos, además de realizar para diversas organizaciones sociales y de derechos humanos análisis de riesgo, de incidentes de 
seguridad, de amenazas, de contexto y de planificación en seguridad, dicha organización tuvo la iniciativa de desarrollar, a mayor pro¬ 
fundidad, el área de prevención, protección y seguridad para defensores de derechos humanos y convertirla en una organización. A esto 
se debe que, a finales de 2009, surgiera Acción Urgente para Defensores de los Derechos Humanos [Acuddeh, A. C.). Para contactar a los 
integrantes de la organización, escríbase a <acuddeh@gmail.com>. 

1 La Oficina en México del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos ha registrado 128 agresiones a de¬ 
fensores de derechos humanos durante el periodo de 2006 a 2009. Información disponible en <www.hchr.org.mx/Documentos/ 
comunicados/20D9/10/C141009lnforme.pdf>, página consultada el 8 de junio de 2010. 
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En el segundo easo, la defensa de los 
dereehos humanos enfrenta una situaeión 
mueho más eompleja que nos eoloea en 
un eseenario de mayor vulnerabilidad por¬ 
que, además del elima de inseguridad, las 
y los defensores somos blaneo de una vio- 
leneia dirigida sistemátieamente desde el 
Estado. 

Debido a nuestra labor, las y los defen¬ 
sores solemos ser ineómodos para quienes 
violan los dereehos humanos, e ineluso po¬ 
demos llegar a ser un obstáeulo para quie¬ 
nes, debido a sus intereses eeonómieos y 
polítieos, impulsan polítieas que, en lugar 
de ampliar los dereehos humanos, pugnan 
por restringirlos. 

Respuesta estatal al ejereieio de defensa 
de los dereehos humanos 

El Estado mexieano, lejos de querer garan¬ 
tizar el pleno ejereieio de los dereehos hu¬ 
manos de la soeiedad, ha venido impulsando 
estrategias polítieas y eeonóniieas que eonsti- 
tuyen una regresión en materia de dereehos 
humanos y, por lo mismo, un riesgo para 
quienes realizamos la labor de defensa de 
esos dereehos. 

Este proeeso de regresión puede ser resu¬ 
mido en los siguientes puntos: 

1. La eonstrueeión, para justifiear la res- 
trieeión de dereehos a la poblaeión, de 
un enemigo interno: el nareotráfieo. La 
“guerra” eontra el nareotráfieo impulsa¬ 
da desde el gobierno federal ha dejado, 
de aeuerdo eon sus eifras, entre 20 y 25 
mil personas aeribilladas en aetos de vio- 
leneia relaeionados eon la delineueneia 
organizada entre dieiembre de 2006 y 
abril pasado; y más de un millar de per¬ 
sonas desapareeidas, de aeuerdo eon or- 


ganizaeiones de dereehos humanos.^ De 
ninguna manera podría deeirse que esto 
iniphea una mayor seguridad para la po¬ 
blaeión; por el eontrario, ha ineremen- 
tado en la soeiedad el miedo, la zozobra 
y la ineertidumbre ante los operativos 
militares y polieiales. 

2. La militarizaeión. Con respeeto a este 
punto, en los riltimos eineo años la Co¬ 
misión Naeional de los Dereehos Huma¬ 
nos (cndh) doeumentó un ineremento 
de 500% en las quejas eontra el Ejérei- 
to. En el periodo entre 2007 y 2009, el 
Centro de Dereehos Humanos Miguel 
Agustín Pro Juárez ha doeunientado 202 
easos de abuso militar. A pesar de la re- 
solueión de la Corte Interamerieana de 
Dereehos Humanos (Corte idh) en el 
easo de la desaparieión forzada de Rosen¬ 
do Radilla, el gobierno mexieano defien¬ 
de el fuero militar, el erial impide que 
los miembros del Ejéreito involuerados 
en presuntas violaeiones a los dereehos 
humanos sean juzgados en tribunales de 
justieia eivil. Esto es una muestra de la 
falta de voluntad polítiea para adeeuar 
la legislaeión mexieana a los estándares 
internaeionales en materia de dereehos 
humanos. 

3. La eriminalizaeión de las y los luehado- 
res soeiales, y las y los defensores de dere¬ 
ehos humanos, así eomo de la soeiedad 
en general, es una estrategia del Estado 
que eonsiste en estigmatizara las personas 
utilizando los medios masivos de eomu- 
nieaeión eon el objetivo de aeusarlas de 
ser violentas, de aetuar al margen de la 
ley, de ser transgresoras de la ley, y de 
estar involueradas en la delineueneia 

2 Información disponible en <www.eluniversal.com.mx/estados/ 
?6318.html>, <www.expresionlibre.org/site2/nacional/noti_999. 
php> y <www.ar.terra.com/terramagazine/interna/0,,EI8862- 
013866929,00.html>, páginas consultadas el 14 de junio de 2010. 
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organizada o en el terrorismo, eon lo que 
se intenta eliminar la legitimidad de la 
protesta soeial. Bajo este esquema, las y 
los defensores que aetúan para denuneiar 
la violaeión a los dereehos humanos de 
integrantes de movimientos soeiales son 
aeusados de defensores de delineuentes 
o transgresores de la ley. 

Ahora bien, la eriminalizaeión no 
sólo es mediátiea; también oeurre a nivel 
judieial (judieializaeión). Existen easos 
en los que al defensor de dereehos hu¬ 
manos y al luehador soeial se les fabriean 
delitos del fuero eomún o del fuero fede¬ 
ral para eneareelarlos y eoartarles sus de¬ 
reehos de manifestaeión, organizaeión 
y protesta. Un ejemplo emblemátieo es 
el de Ignaeio del Valle, Felipe Álvarez 
Hernández y Héetor Galindo Goehi- 
eoa, dirigentes de un movimiento soeial 
de defensa del dereeho al territorio en 
San Salvador Ateneo, Estado de Méxi- 
eo, quienes están presos en el penal de 
máxima seguridad del Altiplano. Ignaeio 
del Valle fue eondenado a 112 años de 
prisión, y Felipe Álvarez y Héetor Galin¬ 
do a 70 años, tras ser hallados eulpables 
de seeuestrar a funeionarios públieos du¬ 
rante una serie de disputas loeales que se 
produjeron en 2006.^ 

4. Propuestas de reformas eonstitueiona- 
les para legalizar práetieas violatorias de 
dereehos humanos eomo los estados de 
exeepeión -y eon éstos la suspensión 
de garantías individuales-, la ley eontra 
la delineueneia organizada -que está 
en eontra de la definieión internaeional 
de delineueneia organizada-, el arraigo 
y el reglamento de los penales de alta 
seguridad. 

3 N. del E.: Las tres personas quedaron en libertad el día 1 de julio 
pasado, luego de haber sido exoneradas por la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación (scjn). 


5. El paramilitarismo eomo la mano sinies¬ 
tra del Estado. El ejemplo más reeiente 
de esta polítiea de Estado es el asesinato 
en Oaxaea de la defensora de dereehos 
humanos Bety Gariño y del observador 
internaeional de dereehos humanos Jyri 
Antero Jaakkola por parte de la Unión 
de Bienestar Soeial de la Región Triqui 
(Ubisort), organizaeión paramilitar priísta 
que tuvo su origen en el euartel militar de 
San Juan Gopala. 

6. La polarizaeión soeial que pretende “ori¬ 
llar” a la soeiedad a extremos opuestos: o 
se está de aeuerdo eon las polítieas guber¬ 
namentales o se es eonsiderado un obs- 
táeulo, un enemigo del Estado al eual 
hay que neutralizar o eliminar. Gon este 
tipo de estrategia se produee una división 
en la soeiedad que lleva a una difereneia- 
eión radieal entre ellos y nosotros. 

Riesgos 

Ante este eseenario de ineremento de la po¬ 
breza, la inseguridad y la regresión en ma¬ 
teria de dereehos humanos en Méxieo, las 
y los defensores de dereehos humanos nos 
enfrentamos a un sinnúmero de riesgos por 
el solo heeho de haeer lo que haeemos; es 
deeir, por defender nuestros dereehos y por 
defender el dereeho a defender los dereehos 
humanos de la soeiedad. 

Los hostigamientos, amenazas, enearee- 
lamientos, agresiones físieas y psieológieas, y 
las ejeeueiones extrajudieiales son, y por des- 
graeia seguirán siendo, algunos de los ries¬ 
gos permanentes a los que nos enfrentamos. 
También lo es la estigmatizaeión por parte 
del Estado y de la mayoría de los medios ma¬ 
sivos de eomunieaeión, fenómeno que im- 
pliea que, sobre la base de la polarizaeión, se 
eomienee a señalar al otro y a estigmatizarlo 
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Es necesario un análisis de la realidad para impulsar políticas de prevención 
y protección que garanticen la continuidad del quehacer de las y los defensores. 


de tal manera que se le aísle y se le eonvierta 
en un sujeto vulnerable, que puede ser so¬ 
metido a la represión polítiea del Estado.'^ 
Además, a estos riesgos hay que agregar la 
desaparieión forzada, la violeneia sexual, las 
judieializaeiones, los allanamientos o eateos 
ilegales a ofieinas y easas, y el robo de informa- 
eión eonio práetieas que el Estado mexieano 
lleva a eabo para neutralizar o eliminar lo que, 
a su juieio, representa un obstáeulo para el de¬ 
sarrollo de sus polítieas eeonómieas y soeiales. 

Por lo anterior, es neeesario que las organi- 
zaeiones de dereehos humanos y las y los de¬ 
fensores analieemos eonstantemente en dónde 
estamos parados, qué aetores de la soeiedad nos 
rodean y qué intereses podemos afeetar en nues¬ 
tra labor de defensa de los dereehos humanos. 
En otras palabras, sin un eonstante y sistemátieo 
análisis de la realidad, los defensores tendremos 
difieultad para ubiear los riesgos que eonlleva 
nuestra labor y no podremos impulsar polítieas 
de preveneión y proteeeión que nos garantieen 
la eontinuidad de nuestro quehaeer en el ám¬ 
bito de la defensa de los dereehos humanos. 

Retos 

Ante el panorama que hemos señalado, eon- 
sideramos que en materia de seguridad y 
preveneión los prineipales retos a los que nos 
enfrentamos son: 

4 En su último informe sobre la situación de los defensores de de¬ 
rechos humanos en México, Amnistía Internacional (ai] destaca 
más de 15 casos de amenazas y ataques contra defensores per¬ 
petrados entre ZOO? y 2009. Los casos abordados por ai incluyen 
homicidios, detenciones indebidas, encarcelamientos por cargos 
penales falsos, acoso e intimidación. Documento disponible en 
<http://amnistia.org.mx/documentos/infoweb.pdf>, página con¬ 
sultada el 8 de junio de 2010. 


• Exigir al Estado el cumplimiento de sus 
obligaciones. 

• Generar la conciencia sobre la importan¬ 
cia de la seguridad en el trabajo de las y 
los defensores, la cual les permitirá poten¬ 
ciar su trabajo desde un enfoque integral. 

• La documentación correcta de los casos 
de agresiones en contra de las y los de¬ 
fensores de derechos humanos. 

• La construcción de una base de datos 
especializada en agresiones a las y los de¬ 
fensores de derechos humanos. 

• La formación y capacitación de las y los de¬ 
fensores de derechos humanos en materia 
de prevención, seguridad y protección. 

• La construcción de redes, entre las orga¬ 
nizaciones de derechos humanos y socia¬ 
les, en materia de prevención de riesgos 
de las y los defensores, las cuales permi¬ 
tirían una reacción anticipada y eficaz 
ante un ataque. 

• Un mecanismo no gubernamental de 
protección a las y los defensores de dere¬ 
chos humanos. 

• Un mecanismo gubernamental de pro¬ 
tección a las y los defensores de derechos 
humanos. 

En conclusión, la necesidad de proteger y 
acompañar a las y los defensores de dere¬ 
chos humanos requiere del apoyo y la parti¬ 
cipación activa de toda la sociedad, así como 
del compromiso firme por parte del Estado 
para garantizar y proteger los derechos hu¬ 
manos de ésta. No es posible construir un 
ambiente de seguridad y protección para 
las y los defensores de derechos humanos si 
persiste en México la impunidad para quie¬ 
nes las y los agreden. 
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La protección de quienes 
defienden los derechos 
humanos: un deber 
impostergable 

ALBERTO HERRERA ARAGÓN* 


Algunos años atrás escuché a una defensora de derechos humanos preguntar: ¿quién 
defiende a quienes defienden los derechos humanos? Hoy esta pregunta es más que 
pertinente. Las graves condiciones de desprotección en que se encuentran los defensores 
y las defensoras de derechos humanos en México plantean retos que requieren de una 
atención inmediata. Los casos presentados no son aislados. 


El patrón de agresiones en Gnerrero 

En 2009, el secuestro, tortura y asesinato de Raúl Lucas Lucía y Manuel Ponce Rosas, presi¬ 
dente y secretario, respectivamente, de la Organización para el Futuro del Pueblo Mixteco 
(ofpm) en Guerrero, captó la atención de diversas organizaciones nacionales e internacio¬ 
nales de derechos humanos, las cuales condenaron el hecho y demandaron al Estado mexi¬ 
cano la adopción de medidas para garantizar que los responsables rindieran cuentas ante 
la justicia. Sin embargo, al día de hoy los avances en las investigaciones son mínimos y los 
ataques y agresiones en contra de otras organizaciones de derechos humanos en el estado de 
Guerrero se han intensificado. 

La impunidad en agresiones de esta naturaleza no solamente niega el derecho de acceso 
a la justicia de los familiares de las víctimas, sino que también envía un mensaje institucio¬ 
nal en el sentido de que este tipo de abusos pueden ser cometidos en nuestro país, con una 
probabilidad mínima de tener que rendir cuentas por ello. 

Obtilia Eugenio Manuel, presidenta de la Organización del Pueblo Indígena Me’phaa 
(opim), ha sobrevivido a las consecuencias de este mismo mensaje. Después de un largo 
historial de agresiones en su contra, el 6 de marzo de 2010 recibió una nueva amenaza de 


* Director ejecutivo de Amnistía Internacional México [ai). 
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muerte, en esta oeasión a través de un men¬ 
saje por eserito dejado en las ofieinas de la 
OPiM en Ayutla de los Libres. La nota deeía: 

Optilia Cálmate hijo de su chingada madre ya 
no ande denunciando encontra del gobierno 
ya se que tu presenta a la denuncia de a todo 
el nivel calma [...] Cuando queremos te hace- 
mo frijoladas no creas que tu eres fierro como 
quiera atraviezan las balas nosotros somo pro¬ 
tegido Cobierno federal estatal local no. 1 ha¬ 
gan pendejen estamo cerca por ti [sic].* 

Como consecuencia de esta nueva amena¬ 
za, Obtilia decidió abandonar el estado de 
Guerrero de manera definitiva con el fin de 
salvaguardar su integridad. Ello evidencia la 
forma en que las agresiones contra quienes 
defienden los derechos humanos no tienen 
únicamente implicaciones sobre su persona, 
sino también sobre el trabajo que desarrollan, 
el cual generalmente está vinculado a su pro¬ 
pia comunidad. Es decir, que el daño genera¬ 
do a un defensor o defensora trasciende a su 
comunidad y a su causa. 

Pero el caso de Obtilia tiene otra par¬ 
ticularidad. La Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (Corte idh) había pro¬ 
porcionado medidas provisionales a 107 de¬ 
fensores y defensoras de derechos humanos 
en el estado de Guerrero, ella incluida. Es 
evidente, por las agresiones continuadas, 
que el Estado mexicano no ha sido lo sufi¬ 
cientemente diligente en el cumplimiento 
de tales medidas, que tienen como fin preve¬ 
nir nuevos actos de hostigamiento y deslin¬ 
dar responsabilidades en caso de que éstos 
sean cometidos. 

La Procuraduría General de Justicia 
(PGj) del estado de Guerrero ha dado ín- 

1 N. del E.: Las cursivas son nuestras. La reproducción de la nota 
respeta la redacción original, disponible en <www.cencos.org/es/ 
node/23023>, página consultada el 22 de junio de 2010. 


fimos resultados en las investigaciones de 
las amenazas contra Obtilia y de muchas 
otras contra integrantes de la opim. Pero la 
preocupación respecto de la pgj de Guerrero 
no es únicamente su ineficiencia para inves¬ 
tigar y hacer rendir cuentas a los responsables 
de estos abusos, sino también el incorrecto 
ejercicio de sus facultades, que utiliza para 
perseguir a defensores y defensoras. 

Raúl Hernández Abundio ha vivido en 
carne propia esta distorsión del sistema de 
procuración de justicia. Gon más de dos 
años en detención, este defensor indígena 
me’phaa (tlapaneco), declarado como preso 
de conciencia por Amnistía Internacional 
(ai), evidencia el absurdo círculo de la po¬ 
breza en nuestro país, según el cual el Esta¬ 
do no únicamente se ha mostrado incapaz 
de garantizar condiciones adecuadas para 
erradicar la pobreza sino que, por el con¬ 
trario, cuando una comunidad se organiza 
para obtener condiciones dignas de vida a 
través de la defensa de sus derechos, el pro¬ 
pio Estado utiliza en ocasiones su sistema de 
procuración de justicia para silenciar a sus 
integrantes. Un círculo perverso. 

Manuel Gruz, Orlando Manzanarez, 
Natalio Ortega y Romualdo Santiago, de¬ 
fensores detenidos junto con Raúl Hernán¬ 
dez Abundio en 2008, también reconocidos 
como presos de conciencia por ai y ahora ya 
libres, han experimentado esta lógica de agre¬ 
sión desde las propias autoridades. El sistema 
de procuración de justicia, en dichos casos, 
ha pasado de ser el protector de estos defenso¬ 
res a ser su agresor. 

Propuestas contra la impunidad 

Debido al contexto referido y con mucha ra¬ 
zón, durante los esfuerzos que se han hecho 
para crear un mecanismo permanente de pro- 
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Sin justicia, los actos de hostiganniento pronneten repetirse. 


tección a defensores y defensoras de dereehos 
humanos, las organizaeiones eiviles hemos 
sido sumamente enfátieas en la neeesidad 
de que las investigaeiones, el deslinde de 
responsabilidades y el eorreeto uso del apa¬ 
rato de proeuraeión de justieia formen parte 
integral del mismo. Sin justieia, los aetos de 
hostigamiento prometen repetirse. 

Tenemos entonees un eseenario donde 
la situaeión de desproteeeión e impunidad 
que prevaleee respeeto de los abusos eontra 
defensores y defensoras de dereehos huma¬ 
nos está eonstituida por faetores diversos 
pero íntimamente vineulados al earáeter 
disfuneional del sistema de proeuraeión e 
impartieión de justieia y a la falta de diligen- 
eia de autoridades federales, pero sobre todo 
estatales y munieipales, en el eumplimiento 
de medidas preventivas y de proteeeión re¬ 
queridas ineluso por el sistema interameri- 
eano de dereehos humanos. 

Para enfrentar esta preoeupante situa¬ 
eión, que ha sido mereeedora ineluso de la 
ateneión del Consejo de Dereehos Huma¬ 
nos de las Naeiones Unidas, del Comité de 
Dereehos Humanos del Paeto Internaeional 
de Dereehos Civiles y Polítieos y del siste¬ 
ma interanierieano de dereehos humanos, 
las autoridades federales han propuesto la 
ereaeión de un meeanismo permanente de 
proteeeión a periodistas y a defensores y de¬ 
fensoras de dereehos humanos. 

Esta inieiativa, aeompañada por la Co¬ 
misión Naeional de los Dereehos Humanos 
(cndh) y la Ofieina del Alto Comisionado 
de las Naeiones Unidas para los Dereehos 
Humanos (oacnudh) en Méxieo, busea 
suplir los aetuales esfuerzos ad hoc eoor- 
dinados por la Seeretaría de Cobernaeión 
(Segob) para atender easos espeeífieos que 


llegan a sus manos, por un sistema formal 
que permita una respuesta pronta y adeeua- 
da para proteger a quienes defienden los de¬ 
reehos humanos en situaeiones partieulares 
de riesgo. 

Para ello, las instaneias eoordinadoras 
de este esfuerzo eonvoearon a un seminario 
donde se analizó la experieneia eolombiana 
en la aplieaeión de su propio meeanismo de 
proteeeión a periodistas y a defensores y de¬ 
fensoras de dereehos humanos. Saltaron a la 
vista en esta experieneia las difieultades que 
en Colombia se han presentado para vineu- 
lar a las autoridades proeuradoras de justieia 
eon el meeanismo que tienen instalado. 

En Méxieo la disensión sobre medidas 
preventivas y de proteeeión para quienes de¬ 
fienden los dereehos humanos debe ineluir 
a autoridades de primer nivel eneargadas de 
la proeuraeión de justieia. La Proeuraduría 
Ceneral de la Repúbliea (pgr) ha anuneia- 
do en diversas oeasiones que se eneuentra 
en proeeso de diseño de un protoeolo de 
investigaeión para easos de agresiones eon¬ 
tra defensores y defensoras. Sin embargo, es 
preeiso que el diseño de estas herramientas 
euente eon la partieipaeión de expertos y 
expertas en la materia, así eomo de orga¬ 
nizaeiones y movimientos de dereehos hu¬ 
manos, de tal forma que en las aetividades 
ministeriales relaeionadas se privilegien 
aquellas líneas de investigaeión vineuladas 
eon el trabajo que desarrolla el defensor o la 
defensora en euestión. 

Disensión aparte mereeerá la neeesidad 
de garantizar que el aparato de proeuraeión 
de justieia no sea utilizado para perseguir a 
quienes defienden los dereehos humanos. 
Esto debe ineluir la obligaeión de asegurar 
una reparaeión adeeuada del daño para easos 
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como el de Raúl, Manuel, Orlando, Romualdo 
y Natalio, c}ue han pasado de manera injusti¬ 
ficada años de su vida en prisión a pesar de la 
debilidad de las pruebas que motivaron la con¬ 
vicción de culpabilidad de la pgj de Guerrero. 

Por último, será indispensable dar segui¬ 
miento a las inieiativas en materia de dereehos 
humanos epie se han presentado en los últi¬ 
mos meses y que forman parte de un eontexto 
más amplio, pero cjue tienen una repercusión 
directa sobre las eondieiones de seguridad en 
que laboran cpúenes defienden los dereehos 
humanos en Méxieo. 

Una de ellas es la reforma eonstitueional 
en materia de dereehos humanos, euyo die- 
tamen ha sido aprobado por el Senado y se 
encuentra aetualniente en la Cámara de Di¬ 
putados. A pesar de tratarse de una inieiativa 
que no resuelve la totalidad de los eambios ne- 
eesarios a nivel eonstitueional de aeuerdo eon 
estándares internaeionales de dereehos huma¬ 
nos, el dictamen aprobado representa una po¬ 
sibilidad importante para c[ue Méxieo cuente 
eon una base legal sólida que los haga valer. 

Otra disensión importante tiene epte ver 
eon los meeanismos de eooperaeión y para 
dar eumplimiento a resolueiones de órganos 
internaeionales de dereehos humanos. Este 
aspecto es primordial en lo c[ue se refiere a la 
implementaeión de medidas eautelares y pro¬ 
visionales dietadas por el sistema interameri- 
eano de dereehos humanos, pero también en 
relaeión eon la neeesaria proteeeión a las per¬ 
sonas sobrevivientes de violaeiones a dereehos 
humanos, cuyos casos se encuentran bajo la 
revisión de instaneias internacionales. 

Las agresiones sufridas durante los últi¬ 
mos meses eontra Valentina Rosendo Cantú e 
Inés Fernández Ortega, integrantes de la opim 
que en 2001 fueron agredidas sexualmente 
por miembros del Ejército mexicano en la re¬ 
gión de la montaña de Guerrero, evidencian 
la incapacidad del Estado para garantizar la 


seguridad de quienes han denunciado abusos 
a nivel internaeional. Estos aetos de hostiga¬ 
miento se han dado en el mareo de la revisión 
de sus easos por parte de la Corte idh. 

Habiendo reconocido los rasgos distin¬ 
tivos del lamentable clima de amenazas y 
agresiones contra defensores y defensoras de 
dereehos humanos en Méxieo, así eomo los 
esfuerzos que aetualmente están en mareha 
para enfrentarlos, es pertinente volver a la pre¬ 
gunta inieial: ¿quién defiende a los defensores 
y a las defensoras de derechos humanos en 
México? 

Viene a mi mente una respuesta en dos 
sentidos. Son las autoridades las primeras 
obligadas a brindar seguridad, proteeeión 
y justieia a quienes defienden los dereehos 
humanos; sin embargo, es la soeiedad en su 
conjunto la que debe alzar la voz para exigir 
respeto a las labores de quienes defienden la 
dignidad humana, porque quienes defienden 
los dereehos humanos en última instaneia nos 
defienden a todos y todas. 
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Morelos: defensoras y 
defensores bajo amenazas 
e intimidaciones 


JOSE MARTINEZ CRUZ* 


Nací defensor de derechos humanos, el día que miré los ojos del otro, y supe que era yo ese otro. ^ 

Defender los derechos humanos es un derecho claramente establecido en la Declaración sobre 
defensores de la onu que establece en su artículo 1° que “toda persona tiene derecho, individual 
o colectivamente, a promover y procurar la protección y realización de los derechos humanos y 
las libertades fundamentales en los planos nacional e internacional”.^ Hoy la defensa de los 
derechos fundamentales contra las agresiones por parte de las autoridades implica graves 
riesgos, debido a que éstas en muchas ocasiones no ven con buenos ojos las denuncias públicas 
en su contra por los abusos de autoridad y por violar las leyes y los procedimientos a los cuales 
están obligadas. Si sumamos los intereses económicos y políticos que ocultan generalmente 
quienes violan los derechos humanos tanto individuales como colectivos, tenemos un panorama 
poco alentador desde el punto de vista institucional para garantizar el ejercicio de los 
derechos humanos y el respeto pleno para quienes llevan a cabo la labor de su defensa. 


Agresiones impunes 

Desde hace varios años en México se documentan graves agresiones contra las defensoras 
y los defensores de derechos humanos. En 2004 el Reporte sobre México para la ni consulta 
latinoamericana sobre la situación de los defensores de derechos humanos ya destacaba que 
“de todo tipo han sido los ataques a los defensores [...] desde la calumnia hasta el homici¬ 
dio, pasando por las amenazas, intimidación, fabricación de delitos, detenciones arbitrarias, 


* Coordinador de Comunicación de la Comisión Independiente de Derechos Humanos de Morelos [cidhm], 

1 Texto tomado de Damián Gustavo Camacho Guzmán y Roberto Mendoza Delgado, Reporte sobre México para la iii consulta latinoame¬ 
ricana sobre la situación de los defensores de derechos humanos, 28 de agosto de 2004, disponible en <www.paginadigital.com.ar/ 
articulos/2004/2004terc/not¡cias9/notic522-8Dch.asp>, página consultada el 15 de junio de 2010. 

2 Declaración sobre el Derecho y el Deber de los Individuos, los Grupos y las Instituciones de Promover y Proteger los Derechos Humanos y 
las Libertades Fundamentales Universalmente Reconocidos, véase <www.unhchr.ch/huridocda/huridoca. nsf/(symbol)/a.res.53.144.sp>, 
página consultada el 14 de junio de 2010. 
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espionaje, ataques físieos, tortura, negaeión de una 
impartieión de justieia impareial y la presuneión de 
inoeeneia”.^ 

Al respeeto, Damián Gustavo Camaeho Guzmán 
y Roberto Mendoza Delgado, integrantes de la Gomi- 
sión Independiente de Dereehos Humanos de Morelos 
(cidhm), afirmaron en el mismo reporte que “entre las 
aeeiones direetas que violan la garantía de ejereieio del 
dereeho de defensa de los dereehos humanos se en- 
euentran las siguientes: libertad de asoeiaeión, libertad 
de reunión, dereeho de eomuniearse, reeibir y difundir 
informaeión, presentar propuestas y erítieas, ser protegi¬ 
do por la ley, tener garantías en la ley explíeitas para los 
defensores, aeeeso a reeursos judieiales de proteeeión 
que eonsideren las earaeterístieas de los defensores”.'^ 

El 4 de mayo de 2006 en San Salvador Ateneo, en¬ 
traron miles de polieías federales golpeando a pobla¬ 
dores y a integrantes del Frente de Pueblos en Defensa 
de la Tierra (fpdt), allanando viviendas, deteniendo 
a aetivistas y a personas que pasaban por ahí. Tortura¬ 
ron a las personas ya sometidas, asesinaron a un niño y 
a un joven estudiante, y violaron multitudinariamente a 
mujeres en el trayeeto haeia la eáreel de Almoloya. Tam¬ 
bién en esa jornada represiva fue detenido y eneareelado 
Damián Gustavo Gamaeho Guzmán, abogado del fpdt 
e integrante de la cidhm. Damián siempre sostuvo su 
deeisión de mantener su aetividad de defensor aún priva¬ 
do de su libertad, eompartiendo las mismas eondieiones 
que padeeieron 217 personas de San Salvador Ateneo 
injustamente detenidas. 

El 27 de mayo de 2010, alrededor de 400 elemen¬ 
tos de la polieía federal desalojaron a los trabajadores 
del Sindieato Mexieano de Eleetrieistas (sme) de la 
subestaeión Teopanzoleo, en Guernavaea. En ese sitio 
Roberto Mendoza Delgado, eoordinador jurídieo de la 
CIDHM, preseneió los hechos. Aun cuando se identificó 
plenamente, fue jaloneado, pateado y golpeado con los 
escudos y toletes que portaban los elementos de la poli¬ 
cía federal, al igual que decenas de trabajadores electri¬ 
cistas que se encontraban protestando pacíficamente. 

3 Damián Gustavo Camaeho Guzmán y Roberto Mendoza Delgado, op. cit. 

4 Idem. 


Estos casos muestran sólo algunos riesgos a los que 
las y los defensores de derechos humanos se enfrentan 
en el desempeño de su labor. Tanto Damián Gamaeho 
como Roberto Mendoza señalaron en el reporte citado: 

En México ningún defensor de derechos humanos puede 
considerarse libre en el ejercicio de su actividad ya que las 
condiciones políticas del caso concreto y la afectación a 
los intereses del poder que se combate produce una reac¬ 
ción en el mismo nivel que su jerarquía garantice el grado 
de impunidad del vietimario 

[...] La situación que cualquier defensor de derechos 
humanos padezca al sufrir un ataque contra el/ella en 
este momento denotará -como lo es actualmente- un 
grado de vulnerabilidad ante el victimario y encontrará 
un nivel lamentable de incapacidad y negligencia de la 
autoridad judieial que conozca el caso, así como mues¬ 
tras de “buena voluntad” y cinismo humillante de parte 
de la autoridad política a quien se recurra. 

Para Amnistía Internacional (ai) las y los defensores 
de derechos humanos “son personas que actúan de 
manera pacífica en la promoción y en la protección 
de los derechos humanos [...] corren, en algunos ca¬ 
sos, el riesgo de ser objeto de homicidios, detención 
arbitraria, denuncias falsas, amenazas [...] La protec¬ 
ción y promoción de los derechos fundamentales no 
es sólo un imperativo moral; es la base de la libertad, 
la justicia y la paz”.^ 

Amenazas en Morelos 

Durante 20 años en la cidhm se han documentado agre¬ 
siones contra las y los defensores de derechos humanos 
en el estado.® Durante este tiempo se han evidenciado 
expresiones de rechazo hacia su labor, desde quien en la 
calle les grita “¡revoltosos!” y huye en un taxi; la publica- 

5 Defensores de derechos humanos, ¿Quiénes son?, Amnistía Internacional, dis¬ 
ponible en <www.es.amnesty.org/temas/defensores>, página consultada el 17 
de junio de 2010. 

6 Esta labor inició en 1922, cuando se formó el Frente Pro Derechos Humanos 
en Morelos. 
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Mediante cannpañas de desprestigio se ha intentado vincular 
falsamente a las y los defensores con grupos armados y terroristas 
para agravarse vulnerabilidad. 


ción de un titular en el diario loeal La Voz de 
Morelos que los llamó “!Alborotapueblos!, que 
los expulsen del estado”; hasta agresiones frsi- 
eas de la polieía estatal eontra la defensora Ju¬ 
liana G. Quintanilla, eoordinadora general de 
la ciDHM, y eontra el que eseribe estas líneas 
quienes junto eon un grupo de trabajadores 
de la Cooperativa Paseual, fuimos golpeados 
y desalojados de una plaza públiea errando, en 
el eontexto de un informe de gobierno en la 
administraeión de Sergio Estrada Cajigal, se 
realizaba una manifestaeión para dar leetura a 
un eontrainforme de gobierno elaborado por 
organizaeiones de la soeiedad eivil y se denun- 
eiaba la represión eontra las trabajadoras des¬ 
pedidas de la empresa Confitaba. 

Las amenazas eontra las y los defensores 
de dereehos humanos también se han mate¬ 
rializado por medio de mensajes eseritos en 
pizarrones de las ofieinas, eorreos eleetróni- 
eos, eartas selladas y entregadas por el eorreo 
ordinario, llamadas telefónieas y pintas eon 
mensajes intimidantes en las paredes de do- 
mieilios partienlares, donde además se han 
eneontrado ehapas forzadas para abrir easas 
y automóviles, y maseotas muertas. 

Esta vulnerabilidad se agravó también 
debido a las eampañas de desprestigio eon¬ 
tra las y los defensores de dereehos humanos 
orquestadas desde el gobierno estatal, eon el 
objetivo de estableeer falsamente vínenlos 
entre las organizaeiones de dereehos huma¬ 
nos y soeiales eon organizaeiones armadas y 
“terroristas” durante el eonfheto magisterial 
oeurrido entre 2008 y 2009. 

Lamentablemente este panorama en Mo¬ 
relos se ha agudizado ante el aetual elima de 


violeneia institueional y eriminal que ha ele¬ 
vado los niveles de inseguridad para la eiuda- 
danía, afeetando en primer lugar el dereeho a 
la informaeión y a la libertad de expresión y 
fortaleeiendo una estrategia fallida de eombate 
al nareotráfieo mediante la militarizaeión y el 
estado polieial, lo que aumenta los riesgos para 
los y las defensoras de dereehos humanos. 

En un eontexto donde van en aumento 
los problemas de inseguridad que afeetan el 
trabajo a favor de los dereehos humanos, el pro- 
yeeto internaeional ProteetionLine destaea la 
neeesidad de proteger a las y los defensores de 
dereehos humanos mediante la ereaeión de 
“unidades de reeurso espeeializadas tanto en 
el seno de las institueiones naeionales eomo 
de organizaeiones intergubernamentales re¬ 
gionales e internaeionales.”^ 

En los últimos 20 años en Morelos tam¬ 
bién han sido eonstantes los easos de periodistas 
víetimas de amenazas, intimidaeiones, hostiga¬ 
miento, despidos, perseeneión y asesinatos por 
investigar violaeiones a los dereehos humanos y 
los easos de eorrnpeión institueional vinenlada 
eon el erinien organizado. 

El easo más reeiente oeurrió en mayo pasa¬ 
do euando mediante un eorreo eleetrónieo 27 
periodistas morelenses reeibieron mensajes eon 
amenazas de muerte que deseribían métodos 
de tortura presuntamente utilizados por nareo- 
trafieantes, lo que provoeó una ola de pánieo 
y autoeensura en el gremio periodístieo estatal. 

7 "Denunciar los ataques contra defensores de derechos huma¬ 
nos al nivel regional, nacional e internacional", en ProteetionLine 
(proyecto de Protection International), Tácticas y herramientas 
para la protección de defensores de derechos humanos, disponi¬ 
ble en <www.protectionline.org/-Denunciar-los-ataques-contra-. 
html>, página consultada el 1? de junio de 2010. 
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Alerta extrema en México 

Ante esta situación, que se extiende por varias partes 
de México, el Consejo de Derechos Humanos de las 
Naciones Unidas ha recomendado al Estado extremar 
las medidas de seguridad para proteger a periodistas 
y defensores y defensoras de derechos humanos. No 
obstante, el Estado mexicano carece de un marco ju¬ 
rídico adecuado para prevenir, investigar y sancionar 
esos ataques. 

Existe una urgente necesidad de reformar la le¬ 
gislación y de brindar las facultades a las institucio¬ 
nes creadas para atender estos delitos. En una gran 
cantidad de casos se ha procedido a denunciar públi¬ 
camente para llamar la atención de la opinión pública, 
generar conciencia y promover mecanismos de soli¬ 
daridad de la sociedad que en muchas ocasiones han 
probado ser más eficaces que las estrategias jurídicas 
atrofiadas y faltas de la confianza ciudadana. 

La responsabilidad del Estado mexicano de cons¬ 
truir estrategias para garantizar condiciones favorables 
para el desempeño de la labor de las y los defensores 
de derechos humanos no ha sido contundente. 

Por su lado, las organizaciones de la sociedad 
civil han evidenciado la necesidad de apropiarse 
del concepto amplio y comprensivo de defensoras 
y defensores de derechos humanos, propuesto en la 
Declaración sobre el Derecho y el Deber de los In¬ 
dividuos, los Grupos y las Instituciones de Promover 
y Proteger los Derechos Humanos de Naciones Uni¬ 
das, exigiendo que el Estado mexicano garantice la 
integridad física y psicológica, así como la vida de las 
defensoras y defensores en el trabajo que realizan, el 
cumplimiento de las recomendaciones, diagnósticos 
y demás productos que organismos internacionales de 
protección y defensa de los derechos humanos hayan 
hecho ante la realidad de las defensoras y los defensores, 
y la creación de una instancia expresamente encargada 
de implementar las medidas necesarias de protección 
en caso de cualquier tipo de agresión y hostigamiento.^ 

8 Agenda de la Red Nacional de Organismos Civiles de Derechos Humanos. Todos 
los Derechos para Todas y Todos [Red tdt], México, 2006, pp. 138 y 139. 


Estas propuestas son perfectamente viables, válidas 
y legítimas, y son impulsadas por quienes cotidiana¬ 
mente enfrentan los riesgos de defender los derechos 
humanos. Lamentablemente durante los últimos tiem¬ 
pos los riesgos se han incrementado y la lista de defen¬ 
soras y defensores asesinados continúa: 

• Griselda Teresa Tirado Evangelio, abogada to- 
tonaca, defensora de derechos humanos radicada 
en el municipio de Huehuetla, Puebla, fue asesi¬ 
nada el 5 de agosto de 2003. 

• Ricardo Murillo Monge, integrante del Frente Gí- 
vico Sinaloense, fue asesinado en Guliacán, Sina- 
loa, el 6 de septiembre de 2007. 

• Betty Gariño, directora del Gentro de Apoyo Go- 
munitario Trabajando Unidos, fue asesinada en 
San Juan Gopala, Oaxaca, el 27 de abril de 2010. 

• Jyri Antero Jaakkola, activista miembro de la or¬ 
ganización Uusi Tuuli Ry (Nueve Vientos), fue 
asesinado en San Juan Gopala, Oaxaca, el 27 de 
abril de 2010. 

• Josefina Reyes, de la Goordinadora de Organiza¬ 
ciones Sociales, fue asesinada en Giudad Juárez, 
Ghihuahua, el 3 de enero de 2010. 

• Digna Ochoa; las causas de su muerte, ocurrida 
el 19 de octubre de 2001 en la ciudad de México, 
aún son investigadas por la Procuraduría General 
de Justicia del Distrito Federal. 

Todos estos asesinatos siguen impunes, lo que habla 
del nivel de riesgo que se enfrenta en esta lucha por 
hacer plenamente vigentes los derechos humanos 
de todas y todos. Ningún mecanismo de defensa y 
protección de defensoras y defensores de derechos 
humanos tendrá visos de realidad si no existe una 
política integral de respeto a los derechos humanos 
de toda la población, por lo que la lucha actual por 
hacer prevalecer las vidas por encima de intereses 
particulares requiere llevarla a todos los ámbitos 
de la vida social, política, cultural y económica de 
la población en México y en todas las regiones del 
mundo. 
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Políticas públicas de 
prevención y protección a 
defensores (as) en Colombia 

CAROLINA ALDANA GARCÍA* 


El actual clima de agresiones contra las y los defensores de derechos humanos en Colombia 
obligó al gobierno y a la sociedad civil a instrumentar mecanismos de defensa para esta población 
vulnerable mediante un programa de protección, cuyos actuales retos son generar mayores 
estrategias de prevención y aminorar el nivel de impunidad que alcanza 98% en estos casos. 


La muerte de Rogelio Martínez 

El pasado 18 de mayo fue asesinado Rogelio Martínez, destacado líder y defensor de de¬ 
rechos humanos de las víctimas, en el municipio de San Onofre, departamento de Sucre, 
ubicado al norte de Colombia. Rogelio representaba a un grupo de 52 familias campesinas 
que habían sido desplazadas forzadamente en 2001 por grupos paramilitares dirigidos por 
Rodrigo Mercado, alias Cadena. 

El liderazgo de Rogelio fue en aumento luego de denunciar los crímenes que cometían los 
paramilitares en la finca La Alemania, un terreno de 556 hectáreas en San Onofre, que en 1997 
fue adjudicado a los campesinos por el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria (Incora). En 
la finca los paramilitares tenían campamentos para torturar y enterrar a las víctimas; ejercían un 
control sobre las familias, les robaban los alimentos que producían y exigían el pago de dinero por 
cada cabeza de ganado que con esfuerzo habían logrado comprar gracias a un crédito bancario. 

En 2007 Rogelio y las familias decidieron retornar a La Alemania, se suponía que las 
condiciones habían cambiado: los grupos paramilitares estaban en negociación con el actual 
gobierno nacional, algunos jefes habían sido llevados ante la justicia y estaban confesando 
ciertos crímenes; además, el municipio de San Onofre, ubicado en la subregión de Montes de 
María, es una zona de consolidación, una estrategia de control militar y social que, comple¬ 
mentaria con la estrategia de negociación con los paramilitares, desarrollan las fuerzas arma¬ 
das colombianas para derrotar a los grupos guerrilleros y llevar programas gubernamentales de 


* Coordinadora del Programa Somos Defensores [Programa No Gubernamental de Protección a Defensores de Derechos Humanos en Co¬ 
lombia, espacio de la sociedad civil dirigido por la Asociación para la Promoción Social Alternativa minga, Benposta Nación de Muchachos- 
Colombia, Centro de Investigación y Educación Popular [Cinep] y Comisión Colombiana de Juristas. 
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subsidios sociales a las familias pobres y desplazadas y, 
sobre todo, ejercer la seguridad con mucha presencia 
militar en lugares estratégicos para la economía nacio¬ 
nal. Todas estas razones hacían pensar que era posible 
retomar los proyectos productivos en La Alemania y 
evitar que el Estado la vendiera para con ello pagar la 
deuda de los campesinos a las entidades bancarias. 

La pérdida de Rogelio Martínez ha dejado en evi¬ 
dencia varios de los aciertos y de los problemas que 
enfrenta el Programa de Protección para cumplir con 
las obligaciones que le corresponden, enmarcadas en 
las políticas públicas de prevención de violaciones a los 
derechos humanos y de protección a personas en riesgo 
extraordinario o extremo. 

Un programa especial 

En 1997, luego de los asesinatos de los defensores de 
derechos humanos Mario Calderón y Elsa Alvarado, 
diversas organizaciones sociales y no gubernamentales 
convocaron la atención del país. En junio de ese año 
un grupo de organizaciones de la sociedad civil presen¬ 
tó una carta al gobierno, solicitando garantías para que 
defensores, sindicalistas y líderes sociales pudieran desa¬ 
rrollar su labor conservando la vida y sus organizaciones. 

Al finalizar 1997, sociedad civil y gobierno nacio¬ 
nal logran un acuerdo que crea el Programa de Protec¬ 
ción a Defensores de Derechos Humanos, coordinado 
por el Ministerio del Interior y de Justicia con el ob¬ 
jetivo de proteger “a personas que se encuentran en 
situación de riesgo contra su vida, integridad personal, 
seguridad o libertad o por causas relacionadas con el 
conflicto interno que padece el país”. 

El Programa está reglamentado por varias leyes 
y decretos que definen los asuntos relacionados con 
la calificación del riesgo y amenaza, las personas a 
quienes van dirigidas las medidas de protección y el 
límite de tiempo para tener dichas medidas; además 
de la reglamentación del Comité de Reglamentación 
y Evaluación de Riesgos y del Programa en asuntos 
como responsabilidades institucionales, los derechos 
y deberes de las personas protegidas, los procedimien¬ 


tos para adoptar medidas cautelares y de emergencia y 
los criterios para suspender o retirar las medidas. 

Los aciertos y los problemas 

Es raro que un Estado brinde protección a defen¬ 
sores de derechos humanos, y esto merece un reco¬ 
nocimiento. El Programa también proporciona un 
modelo positivo, gracias a la participación en cada 
comité de la población que requiere protección, ya 
sean periodistas, sindicalistas y defensores de derechos 
humanos. En 2009, el Programa informó que brin¬ 
dó 778 medidas “duras”, como vehículos blindados y 
escoltas, y 12 039 medidas “blandas” como teléfonos 
móviles y billetes de avión, a más de 10 mil destina¬ 
tarios de todos los grupos beneficiarios del programa 
gubernamental.* 

Sin embargo, los resultados de este Programa no 
pueden juzgarse por el alto índice de personas pro¬ 
tegidas, éste es un indicador negativo porque quiere 
decir que no se está trabajando sobre los factores que 
ponen en riesgo a las personas. Por eso los defenso¬ 
res y defensoras colombianos han insistido en que es 
muy importante la adopción de medidas políticas e 
institucionales que vayan al origen del problema y que 
cumplan las obligaciones que en la materia tiene el 
Estado colombiano: 

a) Abstenerse de cometer, apoyar, tolerar o aprobar 
la violación de los derechos humanos. Esto quiere 
decir que todos los funcionarios del Estado deben 
respetar los derechos a la vida, a la integridad per¬ 
sonal, a la libertad y a la seguridad personal de las 
personas. 

b) Velar por que las declaraciones del presidente de 
la República y otras autoridades públicas respeten 
los derechos y se abstengan de emitir cualquier de¬ 
claración que ponga en riesgo los derechos funda¬ 
mentales de todas las personas, en particular de los 
beneficiarios del Programa de Protección. 

1 Programa de Protección, Dirección de Derechos Humanos del Ministerio del Inte¬ 
rior y de Justicia, 12 de noviembre de 2009 (presentación en PowerPoint). 
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c) Garantizar la vigencia, el disfrute y el 
goce de los derechos de las personas que 
enfrentan un riesgo extraordinario o extre¬ 
mo, con especial interés por la población 
beneficiaria del Programa de Protección 
del Ministerio del Interior y de Justicia. 

Desde su retorno a La Alemania, Rogelio em¬ 
pezó a recibir amenazas contra su vida. Tenien¬ 
do en cuenta que era un líder, su situación fue 
conocida por el Ministerio del Interior y de 
Justicia que coordina un programa de protec¬ 
ción para personas en riesgo. Para ingresar al 
programa y obtener algirn tipo de medidas, es 
prerrequisito que la policía o el Departamento 
Administrativo de Seguridad (das) haga una 
evaluación del riesgo que enfrenta la persona 
que va a ser protegida por el Estado. 

En 2009 se conoció que desde 2004 el 
DAS estaba desarrollando diversas acciones 
de inteligencia estatal con procedimientos 
ilegales en contra de defensores, periodistas, 
magistrados de las Cortes y líderes de opo¬ 
sición. Se supo también que mucha informa¬ 
ción obtenida en las evaluaciones de riesgo 
para beneficiarios del Programa de Protec¬ 
ción del Ministerio del Interior y de Justicia 
fue incorporada a las agendas de inteligencia 
para ser utilizada en contra de las personas 
protegidas y que, por lo menos en uno de 
los casos, la información de un profesor pro¬ 
tegido fue entregada a grupos paramilitares 
quienes luego lo asesinaron en Barranquilla, 
al norte del país. 


En el caso de Rogelio, su riesgo se cata¬ 
logó como extraordinario y por lo tanto la re¬ 
comendación fue que debía salir de la finca 
donde trabajaba, pero esto fue rechazado por 
Rogelio, las familias y otras instituciones pú¬ 
blicas que acompañan las exigencias de justi¬ 
cia, verdad y reparación que están haciendo 
las víctimas. La razón era y es muy sencilla: si 
el líder sale de la finca, el proceso comunita¬ 
rio se afecta porque muchas familias también 
dejarían su trabajo, temerosas de ser las próxi¬ 
mas víctimas. Por tal razón, pidieron que el 
Estado implementara otro tipo de medidas 
para prevenir un hecho violento contra Roge¬ 
lio. Las medidas, complementarias con una 
ayuda del Ministerio del Interior y de Justicia, 
las deberían ejecutar la policía o la Infantería 
de Marina, instituciones que están en San 
Onofre con gran cantidad de efectivos. 

Pero la policía sostuvo que no tenía ca¬ 
pacidad para dar seguridad a Rogelio. En 
San Onofre aún siguen operando grupos 
paramilitares que no se desmovilizaron real¬ 
mente, que son aliados de políticos y narco- 
traficantes y quieren recuperar la finca La 
Alemania y otras tierras. Sus acciones las 
siguen adelantando bajo la mirada temerosa 
de funcionarios públicos, tanto civiles como 
militares. En contextos como el señalado 
las respuestas institucionales preventivas 
no se ejecutan y por eso la recomendación 
frecuente es que la persona en riesgo debe 
dejar el lugar donde está en peligro. 

A esto se suma otro factor de riesgo: las 
declaraciones de los funcionarios públicos 
que atacan la labor de las víctimas, y quie¬ 
nes afirman que hay cárteles que lideran a 
las organizaciones de desplazados o que con¬ 
sideran “a los defensores como terroristas 
vestidos de civil”, como en varias ocasiones 
lo ha sostenido el presidente Alvaro Uribe. 

En 2006 una comisión independiente 
evaluó las responsabilidades del das y reco- 
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mendó quitarle el eompromiso de brindar 
seguridad a poblaeiones espeeífieas. Reeo- 
giendo esas reeomendaeiones en 2008 el go¬ 
bierno empezó a diseñar una propuesta para 
que los esquemas de proteeeión del das sean 
ejeeutados por una empresa privada de segu¬ 
ridad. Pero esta propuesta tiene difieultades 
que son reehazadas por los defensores, quie¬ 
nes sostienen que la proteeeión para personas 
en riesgo es responsabilidad del Estado y no 
debe delegarse a entidades privadas; y que 
en las empresas de seguridad privada hay 
militares y polieías retirados, paramilitares 
y guerrilleros desmovilizados que desde las 
institueiones o desde grupos ilegales ejereie- 
ron el terror eontra los defensores que ahora 
quieren proteger por razones eeonómieas. 
No hay eerteza de que en estas empresas 
haya un eompromiso real por los dereehos 
humanos; por lo menos al Estado puede exi- 
gírsele eumplir eon la obligaeión, pero ésta 
no es la misma para las entidades privadas. 

El saldo de las agresiones 

La proteeeión de las personas en riesgo no 
puede verse nnieamente por las eonseeuen- 
eias de una agresión ni adoptando medidas 
físieas eomo el aumento de eseoltas armados 
o salir del lugar donde se labora; las institu¬ 
eiones deben trabajar eoordinadamente sobre 
los faetores que exponen a las y los defensores. 

El último informe del Sistema de Infor- 
maeión sobre Agresiones a Defensores y De¬ 
fensoras de Dereehos Humanos (Siaddhh), 
reporta que durante 2009 fueron agredidos 
174 defensores y defensoras, aunque el nú¬ 
mero de tipos de agresión aseendió a 177,^ 
las eriales se desglosan de la siguiente forma: 

2 Informe 2009, Bogotá, Siaddhh, Programa Somos Oefensores 
Programa No Gubernamental de Protección a Oefensores de Oe- 
rechos Humanos, 30 de abril de 2010. 


32 asesinatos 
un easo de tortura 

99 amenazas individuales (que junto eon 
las eoleetivas pueden superar las 125) 

17 atentados 

15 deteneiones arbitrarias 
10 defensores fueron afeetados por el 
uso arbitrario del sistema penal y tres 
más fueron heridos 

Se neeesita eumplir eon lo que los defen¬ 
sores han pedido desde 1997, las medidas 
polítieas eomo las deelaraeiones públieas de 
funeionarios públieos reeonoeiendo la labor 
que adelantan los defensores y defensoras 
para afianzar la demoeraeia; se neeesita que 
el aparato de justieia funeione realmente, 
que investigue, juzgue y saneione a los res¬ 
ponsables de las agresiones eontra los defen¬ 
sores y defensoras. 

En Colombia la impunidad está eatalo- 
gada en 98%. La obligaeión de preveneión y 
proteeeión no se euniple errando miembros 
de las fuerzas militares y de polieía son eóm- 
pliees de los grupos ilegales o de poderes po- 
lítieos y eeonómieos que explotan la tierra 
a eosta de los eampesinos. La informaeión 
sobre el riesgo y el liderazgo de una persona 
a proteger debe ser manejada desde las insti¬ 
tueiones públieas, eon mueho euidado y res¬ 
ponsabilidad, y eon un altísimo eompromiso 
étieo eon los dereehos humanos. 

Y por último, un programa guberna¬ 
mental de proteeeión debe ser temporal 
para atender una situaeión de erisis; debe 
enfoearse en las eondieiones polítieas de res¬ 
peto y garantía y eso lo deben haeer todas las 
institueiones en su eon junto. En la medida 
en que las polítieas públieas se espeeializan 
y su ejeeueión se subdivide en institueiones, 
programas o planes del orden naeional re¬ 
gional o loeal, la proteeeión y la realizaeión 
de los dereehos son mueho más eomplejas. 
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Relatoría para la Libertad 
de Expresión y Atención 
a Defensoras y Defensores 
de Derechos ÍHunnanos 


La creación de la Relatoría para la Libertad de Expresión y Atención a Defensoras y Defensores de 
Derechos Humanos de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal (cdhdf) tiene su origen 
en un contexto nacional donde la práctica periodística comenzó a considerarse de alto riesgo: 2006 
fue un año con un preocupante número de agresiones y asesinatos de periodistas. Ante tal panorama, 
un grupo de organizaciones de la sociedad civil (ose) impulsó la propuesta de crear una relatoría 
especializada en esta Comisión desde la cual se pudiera atender y dar seguimiento a la agenda de 
libertad de expresión y atención a defensoras y defensores de derechos humanos. Así, el 30 de mayo 
de 2002 fue publicado en la Gaceta Oficial del Distrito Federal un acuerdo del Consejo de la cdhdf 
que anunciaba la creación de esta relatoría, cuyo objetivo sería sistematizar la información de lo que 
sucede en materia de libertad de expresión en la ciudad de México y en el ejercicio del derecho 
a defender los derechos humanos, así como crear procesos de capacitación y sensibilización para 
caminar en una ruta preventiva de violaciones y limitaciones al ejercicio de estos derechos. 


Durante los dos primeros años la Relatoría funeionó 
eomo un área auxiliar de la Presideneia de la cdhdf, 
brindando asesoría para la ateneión de easos de vio- 
laeiones a los dereehos de defensoras y defensores 
de dereehos humanos y aquéllos relaeionados eon el 
ejereieio de la libertad de expresión, partieularmen- 
te eentrada en la labor de las personas que trabajan 
en los medios de eomunieaeión. Hoy en día, la rea¬ 
lidad de las eomunieaeiones, el ineremento de los 
índiees de violeneia, los easos de impunidad en el 
país y el trabajo realizado por las ose enfrentan a la 
CDHDF eon el reto de transformar a la Relatoría eon 
el fin de que fortalezea sus aeeiones para la protee- 


eión y promoeión efeetiva y real de los dereehos tan¬ 
to de defensoras y defensores de dereehos humanos 
eomo de todas las personas que ejereen la libertad 
de expresión. 

Con este propósito, el plan estratégieo 2010-2013 
de la Relatoría busea: 

a) Considerar el eontexto soeial, polítieo y jurídieo 
para ejereer de forma plena los dereehos a la liber¬ 
tad de expresión y a defender los dereehos huma¬ 
nos, en y desde el Distrito Federal; 

b) Adeeuarse al proeeso de reingeniería institueio- 
nal, y 

c) Estableeer estrategias para el largo plazo. 
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La trayectoria y perspectiva de la Relatoría 
desde la cdhdf 

Durante la primera etapa de existencia de la Relato- 
ría, a partir de su creación en 2007 y hasta noviem¬ 
bre de 2009, su trabajo estuvo centrado en generar 
espacios de interlocución, de redes de apoyo a perio¬ 
distas y defensoras y defensores de derechos huma¬ 
nos, así como de incidencia en marcos jurídicos de 
protección a periodistas y de capacitación a quienes 
ejercen este derecho o quienes defienden los dere¬ 
chos humanos. 

La Relatoría atendió y acompañó diversos casos 
de agresiones en contra de periodistas durante esta 
etapa; además, tuvo una participación importante 
en la articulación de espacios de disensión junto 
con la Comisión de Protección a Periodistas de la 
Cámara de Diputados para impulsar la iniciativa de 
ley sobre la federalización de los delitos contra pe¬ 
riodistas. La participación de la Relatoría también 
fue relevante para la configuración del Diagnóstico 
y Programa de Derechos Humanos del Distrito Fe¬ 
deral en cuanto a las líneas de acción del derecho a 
la libertad de expresión. 

Frente a estos avances también aparecen retos 
que es importante considerar para aprovechar el le¬ 
gado de la anterior administración y perfilarse ante 
los escenarios venideros y el proceso de reingeniería 
que se está realizando en la cdhdf en la presente 
administración. Uno de los principales retos al inte¬ 
rior de la Comisión es la construcción de protoco¬ 
los específicos de atención a víctimas de violaciones 
al derecho a la libertad de expresión o a sus dere¬ 
chos como defensoras y defensores. En tal sentido, 
el proceso de reingeniería plantea una excelente 
oportunidad para fortalecer la articulación y la co¬ 
municación interna, sobre todo por el hecho de que 
actualmente la Relatoría forma parte del Programa 
de Defensa. No obstante, su naturaleza implica una 
vinculación sistemática con todas las áreas y progra¬ 
mas de la CDHDF. 

Hacia el exterior, un reto importante es la arti¬ 
culación plural con diversos grupos y organizaciones 


de periodistas, de quienes ejercen el derecho a la 
libertad de expresión y que defienden los derechos 
humanos, para avanzar en forma horizontal y estre¬ 
chamente vinculada con éstos con el fin de realizar 
un trabajo colectivo de construcción de capacidades 
que permitan, tanto a periodistas como a defensoras 
y defensores, seguir protocolos para evaluar los ries¬ 
gos de sus labores cotidianas y tomar acciones con¬ 
cretas para su protección. 

El prestigio de la cdhdf a nivel nacional e in¬ 
ternacional es una enorme oportunidad que debe 
ser aprovechada por la Relatoría para consolidar un 
modelo eficiente que atienda las necesidades de de¬ 
fensoras, defensores y quienes ejercen la de libertad 
de expresión frente a un escenario en el que algunas 
instancias y mecanismos relacionados con estos te¬ 
mas no gozan de credibilidad o eficacia. Asimismo, 
el entorno de alta violencia en contra de defensoras 
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y defensores de derechos humanos y del ejercicio 
de la libertad de expresión han provocado un cre¬ 
cimiento en el interés, por parte de organismos in¬ 
tergubernamentales, internacionales y cooperantes, 
para establecer acciones que reduzcan las causas y 
los índices de violencia. 

Hay un interés de diversos actores sociales y po¬ 
líticos en la ciudad de México para hacer de ésta un 
entorno con mayores garantías para la libertad de ex¬ 
presión y para la protección de personas que la ejer¬ 
cen y que han sido amenazadas en otras entidades de 
la república. 

Paralelamente, a nivel nacional se discute la 
creación de un mecanismo de protección a perio¬ 
distas y defensoras y defensores de derechos huma¬ 
nos. En este escenario, es indispensable articular los 
compromisos adquiridos dentro del Programa de De¬ 
rechos Humanos del Distrito Federal (pdhdf) para 
trazar una mirada de la Relataría con el objetivo de 
que en el corto y largo plazo se establezcan estrate¬ 
gias dirigidas al ejercicio de la libertad de expresión 
y al derecho a defender los derechos humanos, que 


propicien que desde la capital del país se contribuya 
a la construcción de ciudadanía y al fortalecimiento 
del Estado democrático para que influyan en el terri¬ 
torio nacional. 

Visión de futuro 

Para 2013 la Relataría para la Libertad de Expresión 
y Atención a Defensoras y Defensores de Derechos 
Humanos habrá construido sólidos espacios de inter¬ 
locución estratégica con diferentes actores sociales, 
políticos, públicos y privados, cuyo trabajo sea o esté 
relacionado con la defensa y la promoción de los dere¬ 
chos a la libertad de expresión y con defender los dere¬ 
chos humanos. Asimismo, habrá colaborado al diálogo 
y articulación entre dichos actores, cuyo resultado será 
un análisis completo y objetivo sobre la situación real y 
actual del ejercicio del derecho a la libertad de expre¬ 
sión y del derecho a defender los derechos humanos. 

De igual manera, habrá diseñado e implementa- 
do (junto con otras áreas de la cdhdf) un modelo de 
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atención a personas que, por su trabajo de defensa 
de los derechos humanos o debido al ejercicio de su 
derecho a la libertad de expresión, estén en riesgo de 
que sean violados cualquiera de sus derechos huma¬ 
nos y garantías individuales establecidos en la Cons¬ 
titución mexicana y en tratados internacionales de 
derechos humanos ratificados por México. 

Paralelamente a la implementación de ese mode¬ 
lo de atención, habrá contribuido a la consolidación 
de la identidad de las y los defensores de derechos 
humanos con el fin de mantener una construcción 
permanente de mecanismos de reconocimiento y de 
protección a su labor. 

La Relatoría será reconocida como una instancia 
comprometida, neutral y honesta frente a periodistas y 
defensoras y defensores de derechos humanos, capaz 
de integrar una agenda que considere las necesidades 
y posiciones de los diferentes actores que intervienen 
en la promoción, ejercicio y defensa de estos derechos. 
La confianza que genere el trabajo de la Relatoría le 
habrá permitido intervenir activamente en espacios 
jurídicos y políticos que procuren el libre ejercicio de 
estos derechos y la puesta en marcha de diferentes ini¬ 
ciativas de capacitación en autoprotección dirigidas a 
periodistas, comunicadores y defensoras y defensores 
de derechos humanos. 

Finalmente, el resultado interno del trabajo de la 
Relatoría será su visibilización y consolidación al in¬ 
terior de la CDHDF como un componente vital en la 
defensa y promoción de los derechos a la libertad de 
expresión y a defender los derechos humanos, a través 
del trabajo profesional y serio que desarrollen quienes 
integran dicha Relatoría. 

Objetivos a largo plazo de la Relatoría 

1. Contribuir al fortalecimiento de una cultura de la 
denuncia ante violaciones a los derechos humanos, 
y al uso de mecanismos e instrumentos jurisdiccio¬ 
nales y no jurisdiccionales de carácter local, na¬ 
cional e internacional para garantizar los derechos 
humanos de las personas, organizaciones y grupos 


que habitan y transitan en la ciudad de México. 

2. Promover la ampliación de espacios y meca¬ 
nismos dentro de las políticas públicas para el 
ejercicio de la libertad de expresión y el reco¬ 
nocimiento del derecho a defender los derechos 
humanos de las personas que habitan y transitan 
en la ciudad de México. 

3. Fortalecer las capacidades de las personas que 
ejercen el derecho a la libertad de expresión y de 
quienes defienden los derechos humanos, en o des¬ 
de la ciudad de México, para que actúen con los 
conocimientos, las herramientas, la articulación, 
el reconocimiento jurídico y la visibilidad social y 
política que les garanticen su seguridad humana y 
su involucramiento como constructores de nuevas 
institucionalidades para los derechos humanos. 

4. Coadyuvar al seguimiento, evaluación y fortaleci¬ 
miento del PDHDF en los ámbitos de libertad de 
expresión y de defensoras y defensores de derechos 
humanos. 

5. Desarrollar sistemas de información, documenta¬ 
ción, monitoreo, seguimiento y evaluación de las 
políticas, marcos jurídicos y prácticas sociales que 
se ejercen en la libertad de expresión y en el dere¬ 
cho a defender los derechos humanos. 

Líneas estratégicas, programas y proyectos 

Para dar cumplimiento a su misión y objetivos, a par¬ 
tir de 2010 la Relatoría define las siguientes líneas 

estratégicas: 

1. Institucionalización de la Relatoría 

La institucionalización del área se logrará por 
medio de la construcción de una identidad y 
agenda propias, basadas en un sentido social 
que se reflejará por medio de la participación en 
propuestas para proyectos políticos y sociales ya 
establecidos, brindando insumos temáticos a las 
actividades de las diversas áreas de la Comisión 
con el objetivo de buscar un fortalecimiento del 
equipo y la profesionalización de sus acciones. 
La legitimidad de la que ya goza la cdhdf se 
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verá robustecida por las acciones que la Relatoría 
realizará para dar mayor visibilidad, dentro de 
los debates públicos, a las demandas de quienes 
ejercen los derechos a la libertad de expresión y 
a defender los derechos; y por el uso de los pro¬ 
gramas de este organismo público autónomo por 
parte de personas, colectivos y organizaciones 
dedicadas al ejercicio y protección de estos de¬ 
rechos. El desarrollo de una política de alianzas, 
incluso con proyectos de otros países, permitirá 
generar mecanismos y espacios de toma de de¬ 
cisiones y de contención por parte de diversos 
actores. La Relatoría asumirá activamente los 
procesos de reingeniería institucional vinculán¬ 
dose al Programa de Defensa y siendo pionera 
del sistema de relatarías que el presidente de la 
Comisión propone crear. 

2. Creación de un modelo de defensa, atención y pro¬ 
moción con dos líneas de trabajo diferenciadas: li¬ 
bertad de expresión y defensoras y defensores 
Dicho modelo estará basado en el establecimien¬ 
to de mecanismos de monitoreo y atención per¬ 
sonalizada de la situación de vulneración de los 
derechos a la libertad de expresión y a defender 
los derechos humanos por parte del aparato judi¬ 
cial, así como en la creación de vínculos con las 
ose y con actores políticos interesados en la de¬ 
fensa de ambos derechos. Dentro de esta estrate¬ 
gia se ubica la capacidad para tomar la iniciativa 
en la presentación de quejas de oficio por casos 
de violaciones al derecho a la libertad de expre¬ 
sión y/o a los derechos de defensoras y defensores 
que hayan sido denunciados ante los medios de 
comunicación. 

Se busca garantizar un espacio de acompa¬ 
ñamiento psicológico desde el cual se genere la 
seguridad emocional que necesitan periodistas, 
defensoras y defensores de derechos humanos que 
estén siendo sujetos de violencia, para que puedan 
continuar con el proceso de denuncia. A la par, se 
articularán propuestas mediante la sinergia con la 
habilidad tanto del equipo de la Relatoría como 
de las y los periodistas y defensores de derechos 


humanos (llevando a cabo el acompañamiento y 
la promoción de acciones urgentes), con el fin de 
crear un modelo de indicadores de medición del 
estado de los derechos de las y los defensores de 
derechos humanos y de quienes ejercen la liber¬ 
tad de expresión. 

En materia de seguridad, se busca recurrir a 
organizaciones con experiencia en el tema, con 
el fin de articular esfuerzos, concretar acciones 
e implementar protocolos de protección y aten¬ 
ción a periodistas, defensoras y defensores en 
riesgo, desde un enfoque de derechos humanos. 
En el ámbito empresarial, se buscará incorporar 
un programa de monitoreo y reconocimiento de 
aquellas empresas de comunicación que sean 
socialniente responsables con sus trabajadores y 
que estén incorporadas a la corriente de los dere¬ 
chos humanos. 

3. Desarrollo de una política y estrategia de comu¬ 
nicación 

La estrategia de comunicación buscará ampliar 
el espectro de actores (periodistas y defensoras 
y defensores) que promuevan el incremento de 
los espacios y mecanismos para el ejercicio de 
la libertad de expresión y el derecho a defender 
los derechos con ayuda de las tecnologías de la 
información, fomentando así la universalidad 
de ambos derechos. Para ello se busca construir 
opinión pública que visibilice las violaciones a los 
derechos a la libertad de expresión y a defender 
los derechos a nivel nacional, y que convoque a la 
solidaridad internacional. 

Se busca construir un liderazgo en el apoyo 
a periodistas y a defensoras y defensores de dere¬ 
chos humanos que han sido agredidos en otras 
entidades de la república, con el fin de incidir 
en la gestación de formas de pensamiento que 
exijan que las instancias competentes asuman su 
responsabilidad en el establecimiento de medi¬ 
das de prevención, de procuración de justicia a 
las víctimas y de restitución de sus derechos. Las 
herramientas web serán el medio para la visibili- 
zación y el diálogo horizontal. 
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4. Incidencia en políticas públicas y marcos jurídicos 
La Relataría exigirá de forma permanente, me¬ 
diante los reenrsos eon los qne enenta dentro de 
la CDHDF, garantías de parte del Estado para el 
pleno ejereieio de ambos dereehos, a través del 
impnlso de aeeiones para eombatir el alto índiee 
de impunidad, de la propuesta de meeanismos 
de proenraeión de jnstieia, y de la promoeión del 
diseño y ejeeneión de nn eapítnlo sobre defenso¬ 
ras y defensores en el pdhdf. Adieionalmente, la 
Relataría bnseará la interloeneión eon diversas 
personas e instaneias qne en los ámbitos loeal, 
bilateral, naeional e internaeional influyen en las 
deeisiones polítieas y legislativas para promover 
-mediante estrategias de ineideneia polítiea- el 
enmplimiento de los estándares internaeionales 
en la materia. 

5. Articulación con actores sociales y políticos 

La Relataría promoverá, jnnto eon otros aetores 
afines a la cdhdf, la eonstrneeión -a partir de re¬ 


enrsos novedosos- de eanales de dennneia, pro- 
toeolos de ateneión y modelos de preveneión de 
violaeiones a los dereehos a la libertad de expre¬ 
sión y de las y los defensores, dando visibilidad 
a inieiativas poeo artienladas y eonoeidas. Con 
estas aeeiones, la Relataría irá eonstrnyendo nn 
sistema de eoneertaeión polítiea qne esté enea- 
minado a la asignaeión de responsabilidades para 
eada aetor, eon el objetivo de qne se vislumbre 
nna serie de posibles solneiones a las problemá- 
tieas prevaleeientes. Asimismo, se promoverá el 
intereambio de experieneias y metodologías eon 
aetores y organismos naeionales e internaeiona¬ 
les qne realizan aeeiones en los ámbitos de inte¬ 
rés de la Relataría. 

6. Ejecución, monitoreo y acompañamiento del PDHDF 
Como nn aeto de responsabilidad y eorres- 
ponsabilidad de la cdhdf dentro del pdhdf, 
la Relataría aeompañará la instrnmentaeión 
del meeanismo de segnimiento del Programa, 
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7. 


participando activamente en la implementa- 
ción de las líneas de acción que en él se estable¬ 
cen y que estén relacionadas con el derecho a la 
libertad de expresión, y tomándolas como base 
para el diseño de una planeación estratégica a 
corto plazo. En un inicio, la Relatoría busca¬ 
rá generar de manera coordinada con la mesa 
niultisectorial del pdhdf en materia de liber¬ 
tad de expresión, mecanismos de seguimiento 
y evaluación de las líneas de acción respectivas, 
los cuales se buscará que se desarrollen también 
para el caso de defensoras y defensores de dere¬ 
chos humanos. 

Fortalecimiento de capacidades de personas que ejer¬ 
cen la libertad de expresión y de defensoras y defen¬ 
sores de derechos humanos 

El primer paso será generar interlocución cer¬ 
cana y constante para conocer las necesidades 
del gremio, documentar casos (a raíz de la pro¬ 
moción de una cultura de denuncia) y la cons¬ 
trucción conjunta de protocolos y modelos de 
capacitación sobre autoprotección y sobre me¬ 
didas que garanticen el libre ejercicio de su tra¬ 
bajo, aun en contextos de alto riesgo. De esta 
manera se fomentará un mayor tejido social que 
actúe como defensor de los derechos humanos. 
Esta estrategia también se orienta a incremen¬ 
tar la capacidad de ose mexicanas para utilizar 
el enfoque de los derechos humanos como una 
herramienta fundamental que les apoye en la 
programación de sus acciones y servicios, en la 
recuperación de sus experiencias para generar 
propuestas de políticas públicas a favor de esta 
población, y para que actúen como sector uni¬ 
do con el fin de promoverlas. Un eje transversal 
para este fortalecimiento lo constituye el inter¬ 
cambio de experiencias como medio para la ge¬ 
neración de conocimiento colectivo. 



Joel Nana-CAMERÚN 
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NOTAS BREVES 


Debate sobre el matrimonio 
entre personas homosexuales 

En medio del análisis que se efeetúa en la Supre¬ 
ma Corte de Justieia de la Naeión (scjn) sobre la 
norma que permite el matrimonio entre personas 
del mismo sexo eon la posibilidad de adoptar en 
la eiudad de Méxieo, la organizaeión i(dh)eas, Li¬ 
tigio Estratégieo en Dereehos Humanos, A. C., a 
través de su programa Ombudsgay, presentó ante 
ese tribunal un amicus curiae. Este fue suserito por 
la Comisión de Dereehos Humanos del Distrito 
Eederal (cdhdf), así eomo por el Programa Uni¬ 
versitario de Estudios de Cénero de la Universi¬ 
dad Naeional Autónoma de Méxieo (pueg-unam) y 
Fundar, Centro de Análisis e Investigaeión, A. C., 
eon el objetivo de aportar argumentos a favor de 
la eonstitueionalidad de las reformas a los artíeulos 
146 y 391 del Código Civil para el Distrito Federal, 
realizadas por la Asamblea Legislativa del Distrito 
Federal (aldf) eon fundamento en la justifieaeión 
direeta y plena en la igualdad en dereehos y la 
no diseriminaeión, amparada por la Constitueión 
mexieana y los tratados internaeionales. 


Seguimiento a la Recomendación 27/2009 por el caso Cevallos Coppel 

El 3 de julio pasado se eumplió un año del seeuestro y muerte de la señora Yolanda Cevallos Coppel, heeho 
que motivó una investigaeión por parte de la Comisión de Dereehos Humanos del Distrito Federal (cdhdf) 
y la emisión de la Reeomendaeión 27/2009 por violaeiones al dereeho de la víetinia o parte ofendida, y al 
dereeho a la vida y a la integridad personal, eometidas por elementos del Crupo Espeeial de Reaeeión Inme¬ 
diata (geri) y de la Fuerza Antiseeuestros (fas), de la Proeuraduría Ceneral de Justieia del Distrito Federal 
(pgjdf). a la feeha esta institueión ha eumplido euatro de los oeho puntos reeomendatorios y reeienteniente 
ofreeió una diseulpa públiea a las y los deudos, eomprometiéndose a eselareeer los heehos, saneionar a los 
responsables y a la reparaeión del daño, además de asegurar el estableeimiento de las medidas neeesarias para 
garantizar la no repetieión de este tipo de heehos. 


Exigencia de protección para defensoras 
de los derechos humanos 

Blanea Mesina y Silvia Vázquez, defensoras de los 
dereehos humanos en Tijuana, desde haee meses 
son víetimas de amenazas eontra su vida y su in¬ 
tegridad. Ante la falta de meeanismos efieaees de 
proteeeión por parte de la Seeretaría de Coberna- 
eión y del gobierno del estado de Baja California, 
ambas tuvieron que salir de su eiudad. Aetualmen- 
te diversas organizaeiones de la soeiedad eivil (ose), 
así eomo la Comisión de Dereehos Humanos del 
Distrito Federal (cdhdf), se solidarizan eon ellas 
y reiteran el llamado a las autoridades responsables 
de instrumentar a la brevedad las medidas eaute- 
lares deeretadas por la Comisión Interamerieana 
de Dereehos Humanos (cidh) en mayo pasado, a 
favor de ambas defensoras. 
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Declaración de la gnu 
sobre los defensores 
de los derechos humanos 


La Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó en 1998 la Declaración sobre el Derecho y 
el Deber de los Individuos, los Grupos y las Instituciones de Promover y Proteger los Derechos 
Humanos y las Libertades Fundamentales Universalmente Reconocidos, la cual establece que 
todas las personas tienen una función que desempeñar en la defensa de esos derechos. A 
pesar de no ser un instrumento vinculante, contiene una serie de principios y derechos que se 
basan en las normas de derechos humanos consagradas en otros instrumentos internacionales 
jurídicamente vinculantes como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 


Declaración sobre el Derecho y el Deber de los Individuos, los Grupos y las 
Instituciones de Promover y Proteger los Derechos Humanos y las Libertades 
Fundamentales Umversalmente Reconocidos. * 

La Asamblea General, 

Reafirmando la importancia que tiene la observancia de los propósitos y principios de la Car¬ 
ta de las Naciones Unidas para la promoción y la protección de todos los derechos humanos 
y las libertades fundamentales de todos los seres humanos en todos los países del mundo, 
Reafirmando también la importancia de la Declaración Universal de Derechos Humanos* y 
de los pactos internacionales de derechos humanos^ como elementos fundamentales de los 
esfuerzos internacionales para promover el respeto universal y la observancia de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales, así como la importancia de los demás instrumentos de 
derechos humanos adoptados en el marco del sistema de las Naciones Unidas y a nivel regional. 
Destacando que todos los miembros de la comunidad internacional deben cumplir, 
conjunta y separadamente, su obligación solemne de promover y fomentar el respeto de 
los derechos humanos y las libertades fundamentales de todos, sin distinción alguna, en 
particular sin distinción por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política 
o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 


* Aprobada por la Asamblea General de Naciones Unidas en su Resolución 53/144 del 9 de diciembre de 1998, disponible en 
<www.unhchr.ch/hurldocda/huridoca.nsf/[Symbol]/A.RES.53.144.Sp?0penDocument>, página consultada el 10 de junio de 2010. 

1 Resolución 212 A (iii). 

2 Resolución 2200 A [xxi), anexo. 
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condición social, y reafirmando la 
importancia particular de lograr la 
cooperación internacional para el 
cumplimiento de esta obligación, 
de conformidad con la Carta, 
Reconociendo el papel impor¬ 
tante que desempeña la coope¬ 
ración internacional y la valiosa 
labor que llevan a cabo los indivi¬ 
duos, los grupos y las instituciones 
al contribuir a la eliminación efec¬ 
tiva de todas las violaciones de los 
derechos humanos y las libertades 
fundamentales de los pueblos y 
los individuos, incluso en relación 
con violaciones masivas, flagrantes 
o sistemáticas como las que re¬ 
sultan del apartheid, de todas las 
formas de discriminación racial, 
colonialismo, dominación u ocu¬ 
pación extranjera, agresión o ame¬ 
nazas contra la soberanía nacional, 
la unidad nacional o la integridad 
territorial, y de la negativa a reco¬ 
nocer el derecho de los pueblos a 
la libre determinación y el derecho 
de todos los pueblos a ejercer ple¬ 
na soberanía sobre su riqueza y sus 
recursos naturales. 

Reconociendo la relación entre 
la paz y la seguridad internacio¬ 
nales y el disfrute de los derechos 
humanos y las libertades funda¬ 
mentales, y consciente de que la 
ausencia de paz y seguridad inter¬ 
nacionales no excusa la inobser¬ 
vancia de esos derechos. 

Reiterando que todos los de¬ 
rechos humanos y las libertades 
fundamentales son universalmen¬ 
te indivisibles e interdependientes 
y que están relacionados entre sí, 
debiéndose promover y aplicar de 


una manera justa y equitativa, sin 
perjuicio de la aplicación de cada 
uno de esos derechos y libertades. 
Destacando que la responsa¬ 
bilidad primordial y el deber de 
promover y proteger los derechos 
humanos y las libertades funda¬ 
mentales incumbe al Estado, 
Reconociendo el derecho y el 
deber de los individuos, los grupos 
y las instituciones de promover el 
respeto y el conocimiento de los 
derechos humanos y las libertades 
fundamentales en el plano nacio¬ 
nal e internacional. 

Declara: 

Artículo r 

Toda persona tiene derecho, indivi¬ 
dual o colectivamente, a promover 
y procurar la protección y realiza¬ 
ción de los derechos humanos y 
las libertades fundamentales en los 
planos nacional e internacional. 

Artículo 2 

1. Los Estados tienen la respon¬ 
sabilidad primordial y el deber 
de proteger, promover y hacer 
efectivos todos los derechos 
humanos y las libertades fun¬ 
damentales, entre otras cosas, 
adoptando las medidas necesa¬ 
rias para crear las condiciones 
sociales, económicas, políticas 
y de otra índole, así como las 
garantías jurídicas requeridas 
para que toda persona someti¬ 
da a su jurisdicción, individual 
o colectivamente, pueda dis¬ 
frutar en la práctica de todos 
esos derechos y libertades. 


2. Los Estados adoptarán las me¬ 
didas legislativas, administrati¬ 
vas y de otra índole que sean 
necesarias para asegurar que 
los derechos y libertades a que 
se hace referencia en la pre¬ 
sente Declaración estén efecti¬ 
vamente garantizados. 

Artículo 3 

El derecho interno, en cuanto 
concuerda con la Carta de las Na¬ 
ciones Unidas y otras obligaciones 
internacionales del Estado en la 
esfera de los derechos humanos y 
las libertades fundamentales, es el 
marco jurídico en el cual se deben 
materializar y ejercer los derechos 
humanos y las libertades funda¬ 
mentales y en el cual deben llevar¬ 
se a cabo todas las actividades a que 
se hace referencia en la presente 
Declaración para la promoción, 
protección y realización efectiva 
de esos derechos y libertades. 

Artículo 4 

Nada de lo dispuesto en la presen¬ 
te Declaración se interpretará en el 
sentido de que menoscabe o con¬ 
tradiga los propósitos y principios de 
la Carta de las Naciones Unidas ni 
de que limite las disposiciones de la 
Declaración Universal de Derechos 
Humanos, de los pactos internacio¬ 
nales de derechos humanos o de 
otros instrumentos y compromisos 
internacionales aplicables en esta es¬ 
fera, o constituya excepción a ellas. 

Artículo 5 

A fin de promover y proteger los de¬ 
rechos humanos y las libertades fun- 
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damentales, toda persona tiene de- 
reeho, individual o eoleetivamente, 
en el plano naeional e internaeional: 

a) A reunirse o manifestarse paeí- 
fieamente; 

h) A formar organizaeiones, aso- 
eiaeiones o grupos no guberna¬ 
mentales, y a afiliarse a ellos o a 
partieipar en ellos; 
c) A eomuniearse eon las organi¬ 
zaeiones no gubernamentales e 
intergubernamentales. 

Artículo 6 

Toda persona tiene dereeho, indi¬ 
vidualmente y eon otras: 

a) A eonoeer, reeabar, obtener, 
reeibir y poseer informaeión 
sobre todos los dereehos huma¬ 
nos y libertades fundamentales, 
eon inelusión del aeeeso a la 
informaeión sobre los medios 
por los que se da efeeto a tales 
dereehos y libertades en los sis¬ 
temas legislativo, judieial y ad¬ 
ministrativo internos; 

b) Conforme a lo dispuesto en los 
instrumentos de dereehos huma¬ 
nos y otros instrumentos interna- 
eionales aplieables, a publiear, 
impartir o difundir libremente 
a tereeros opiniones, informa- 
eiones y eonoeimientos relativos 
a todos los dereehos humanos y 
las libertades fundamentales; 

c) A estudiar y debatir si esos de¬ 
reehos y libertades fundamen¬ 
tales se observan, tanto en la 
ley eomo en la práetiea, y a for¬ 
marse y mantener una opinión 
al respeeto, así eomo a señalar 
a la ateneión del públieo esas 
euestiones por eondueto de 


esos medios y de otros medios 
adeeuados. 

Artículo 7 

Toda persona tiene dereeho, indivi¬ 
dual o eoleetivamente, a desarrollar 
y debatir ideas y prineipios nuevos 
relaeionados eon los dereehos hu¬ 
manos, y a preeonizar su aeeptaeión. 

Artículo 8 

1. Toda persona tiene dereeho, indi¬ 
vidual o eoleetivamente, a tener 
la oportunidad efeetiva, sobre una 
base no diseriminatoria, de partiei¬ 
par en el gobierno de su país y en 
la gestión de los asuntos públieos. 

2. Ese dereeho eomprende, entre 
otras eosas, el que tiene toda 
persona, individual o eoleetiva¬ 
mente, a presentar a los órganos 
y organismos gubernamentales 
y organizaeiones que se oeupan 
de los asuntos públieos, erítieas 
y propuestas para mejorar su 
funeionamiento, y a llamar la 
ateneión sobre eualquier aspee- 
to de su labor que pueda obsta- 
eulizar o impedir la promoeión, 
proteeeión y realizaeión de los 
dereehos humanos y las liberta¬ 
des fundamentales. 

Artículo 9 

1. En el ejereieio de los dereehos 
humanos y las libertades fun¬ 
damentales, ineluidas la pro¬ 
moeión y la proteeeión de los 
dereehos humanos a que se re¬ 
fiere la presente Deelaraeión, 
toda persona tiene dereeho, 
individual o eoleetivamente, a 
disponer de reeursos efieaees y 


a ser protegida en easo de viola- 
eión de esos dereehos. 

2. A tales efeetos, toda persona eu- 
yos dereehos o libertades hayan 
sido presuntamente violados tie¬ 
ne el dereeho, bien por sí misma 
o por eondueto de un represen¬ 
tante legalmente autorizado, 
a presentar una denuneia ante 
una autoridad judieial indepen¬ 
diente, impareial y eompetente 
o eualquier otra autoridad es- 
tableeida por la ley y a que esa 
denuneia sea examinada rápida¬ 
mente en audieneia públiea, y 
a obtener de esa autoridad una 
deeisión, de eonformidad eon la 
ley, que disponga la reparaeión, 
ineluida la indemnizaeión que 
eorresponda, errando se hayan 
violado los dereehos o libertades 
de esa persona, así eomo a obte¬ 
ner la ejeeueión de la eventual 
deeisión y senteneia, todo ello 
sin demora indebida. 

3. A los mismos efeetos, toda perso¬ 
na tiene dereeho, individual o eo¬ 
leetivamente, entre otras eosas, a: 

a) Denuneiar las polítieas y aeeio- 
nes de los funeionarios y órganos 
gubernamentales en relaeión 
eon violaeiones de los dereehos 
humanos y las libertades funda¬ 
mentales mediante petieiones 
u otros medios adeeuados ante 
las autoridades judieial es, admi¬ 
nistrativas o legislativas internas 
o ante eualquier otra autoridad 
eompetente prevista en el siste¬ 
ma jurídieo del Estado, las eriales 
deben emitir su deeisión sobre la 
denuneia sin demora indebida; 

b) Asistir a las audieneias, los pro- 
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cedimientos y los juicios públi¬ 
cos para formarse una opinión 
sobre el cumplimiento de las 
normas nacionales y de las obli¬ 
gaciones y los compromisos in¬ 
ternacionales aplicables; 
c) Ofrecer y prestar asistencia le¬ 
trada profesional u otro asesora- 
miento y asistencia pertinentes 
para defender los derechos hu¬ 
manos y las libertades funda¬ 
mentales. 

4. A los mismos efectos, toda perso¬ 
na tiene el derecho, individual o 
colectivamente, de conformidad 
con los instrumentos y procedi¬ 
mientos internacionales aplica¬ 
bles, a dirigirse sin trabas a los 
organismos internacionales que 
tengan competencia general o 
especial para recibir y examinar 
comunicaciones sobre cues¬ 
tiones de derechos humanos y 
libertades fundamentales, y a 
comunicarse sin trabas con ellos. 

5. El Estado realizará una invesüga- 
ción rápida e imparcial o adopta¬ 
rá las medidas necesarias para que 
se lleve a cabo una indagación 
cuando existan motivos razona¬ 
bles para creer que se ha produci¬ 
do una violación de los derechos 
humanos y las libertades funda¬ 
mentales en cualquier territorio 
sometido a su jurisdicción. 

Artículo ro 

Nadie participará, por acción o por 
el incumplimiento del deber de ac¬ 
tuar, en la violación de los derechos 
humanos y las libertades funda¬ 
mentales, y nadie será castigado ni 
perseguido por negarse a hacerlo. 


Artículo rr 

Toda persona, individual o colecü- 
vamente, üene derecho al legítimo 
ejercicio de su ocupación o profe¬ 
sión. Toda persona que, a causa de 
su profesión, pueda afectar a la digni¬ 
dad humana, los derechos humanos 
y las libertades fundamentales de 
otras personas deberá respetar esos 
derechos y libertades y cumplir las 
normas nacionales e internaciona¬ 
les de conducta o ética profesional 
u ocupacional que sean perünentes. 

Artículo 12 

1. Toda persona tiene derecho, in¬ 
dividual o colectivamente, a par¬ 
ticipar en actividades pacíficas 
contra las violaciones de los de¬ 
rechos humanos y las libertades 
fundamentales. 

2. El Estado garantizará la protec¬ 
ción por las autoridades compe¬ 
tentes de toda persona, individual 
o colectivamente, frente a toda 
violencia, amenaza, represa¬ 
lia, discriminación, negativa de 
hecho o de derecho, presión o 
cualquier otra acción arbitraria 
resultante del ejercicio legítimo 
de los derechos mencionados en 
la presente Declaración. 

3. A este respecto, toda persona tie¬ 
ne derecho, individual o colecti¬ 
vamente, a una protección eficaz 
de las leyes nacionales al reaccio¬ 
nar u oponerse, por medios pa¬ 
cíficos, a actividades y actos, con 
inclusión de las omisiones, im¬ 
putables a los Estados que can¬ 
sen violaciones de los derechos 
humanos y las libertades funda¬ 
mentales, así como a actos de 


violencia perpetrados por grupos 
o particulares que afecten el dis¬ 
frute de los derechos humanos y 
las libertades fundamentales. 

Artículo 

Toda persona tiene derecho, indivi¬ 
dual o colectivamente, a solicitar, re¬ 
cibir y utilizar recursos con el objeto 
expreso de promover y proteger, por 
medios pacíficos, los derechos hu¬ 
manos y las libertades fundamenta¬ 
les, en concordancia con el artículo 
3 de la presente Declaración. 

Artículo rq 

1. Incumbe al Estado la respon¬ 
sabilidad de adoptar medidas 
legislativas, judiciales, adminis¬ 
trativas o de otra índole apropia¬ 
das para promover en todas las 
personas sometidas a su juris¬ 
dicción la comprensión de sus 
derechos civiles, políticos, eco¬ 
nómicos, sociales y culturales. 

2. Entre esas medidas figuran las 
siguientes: 

a) La publicación y amplia dis¬ 
ponibilidad de las leyes y re¬ 
glamentos nacionales y de los 
instrumentos internacionales 
básicos de derechos humanos; 

b) El pleno acceso en condiciones 
de igualdad a los documentos 
internacionales en la esfera de 
los derechos humanos, incluso 
los informes periódicos del Es¬ 
tado a los órganos establecidos 
por los tratados internacionales 
sobre derechos humanos en los 
que sea Parte, así como las actas 
resumidas de los debates y los in¬ 
formes oficiales de esos órganos. 
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3. El Estado garantizará y apoyará, 
cuando corresponda, la creación 
y el desarrollo de otras institu¬ 
ciones nacionales independien¬ 
tes destinadas a la promoción 
y la protección de los derechos 
humanos y las libertades funda¬ 
mentales en todo el territorio so¬ 
metido a su jurisdicción, como, 
por ejemplo, mediadores, comi¬ 
siones de derechos humanos o 
cualquier otro tipo de institucio¬ 
nes nacionales. 

Artículo r5 

Incumbe al Estado la responsabi¬ 
lidad de promover y facilitar la en¬ 
señanza de los derechos humanos 
y las libertades fundamentales en 
todos los niveles de la educación, y 
de garantizar que los que tienen a 
su cargo la formación de abogados, 
funcionarios encargados del cumpli¬ 
miento de la ley, personal de las fuer¬ 
zas armadas y funcionarios públicos 
incluyan en sus programas de forma¬ 
ción elementos apropiados de la en¬ 
señanza de los derechos humanos. 

Artículo r6 

Los particulares, las organizaciones 
no grrbernamentales y las inshtucio- 
nes pertinentes üenen la importante 
misión de contribuir a sensibilizar al 
público sobre las cuestiones relativas 
a todos los derechos humanos y las li¬ 
bertades fundamentales mediante ac- 
bvidades de enseñanza, capacitación 
e invesbgación en esas esferas con el 
objeto de fortalecer, entre otras cosas, 
la comprensión, la tolerancia, la paz 
y las relaciones de amistad entre las 
naciones y entre todos los grupos ra¬ 


ciales y religiosos, teniendo en cuen¬ 
ta las diferentes mentalidades de las 
sociedades y comunidades en las que 
llevan a cabo sus actividades. 

Artículo ry 

En el ejercicio de los derechos y 
libertades enunciados en la presen¬ 
te Declaración, ninguna persona, 
individual o colectivamente, estará 
sujeta a más limitaciones que las 
que se impongan de conformidad 
con las obligaciones y compromi¬ 
sos internacionales aplicables y de¬ 
termine la ley, con el solo objeto de 
garantizar el debido reconocimien¬ 
to y respeto de los derechos y liber¬ 
tades ajenos y responder a las justas 
exigencias de la moral, del orden 
público y del bienestar general de 
una sociedad democrática. 

Artículo r8 

1. Toda persona tiene deberes res¬ 
pecto de la comunidad y dentro 
de ella, puesto que sólo en ella 
puede desarrollar libre y plena¬ 
mente su personalidad. 

2. A los individuos, los grupos, las 
instituciones y las organizaciones 
no gubernamentales les corres¬ 
ponde una importante función y 
una responsabilidad en la protec¬ 
ción de la democracia, la promo¬ 
ción de los derechos humanos y 
las libertades bmdamentales y la 
contribución al fomento y pro¬ 
greso de las sociedades, insbtu- 
ciones y procesos democráücos. 

3. Análogamente, les corresponde 
el importante papel y responsa¬ 
bilidad de contribuir, como sea 
pertinente, a la promoción del 
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derecho de toda persona a un 
orden social e internacional en 
el que los derechos y libertades 
enunciados en la Declaración 
Universal de Derechos Huma¬ 
nos y otros instrumentos de de¬ 
rechos humanos puedan tener 
una aplicación plena. 

Artículo rg 

Nada de lo dispuesto en la presen¬ 
te Declaración se interpretará en el 
senüdo de que confiera a un indivi¬ 
duo, grupo u órgano de la sociedad o 
a cualquier Estado el derecho a de¬ 
sarrollar actividades o realizar actos 
que tengan por objeto suprimir los 
derechos y libertades enunciados en 
la presente Declaración. 

Artículo 20 

Nada de lo dispuesto en la presente 
Declaración se interpretará en el 
sentido de que permita a los Esta¬ 
dos apoyar y promover actividades 
de individuos, grupos de individuos, 
instituciones u organizaciones no 
gubernamentales, que estén en con¬ 
tradicción con las disposiciones de la 
Carta de las Naciones Unidas. 
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AMNISTÍA INTERNACIONAL 

Exigiendo justicia 
y dignidad* 

RESUMEN 

Los Estados tienen la responsabilidad primordial de proteger a los defensores y defensoras 
de derechos humanos y a su trabajo.^ Tal como manifestó la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos (cidh) en su informe de 2006, “la labor de promoción y protección 
de los derechos humanos [...] es una actividad legítima que coadyuva con una obligación 
esencial de los Estados y, por lo tanto, genera en ellos obligaciones especiales de 
protección respecto de quienes se dedican a promover y proteger tales derechos”.^ 


La protección efectiva de los defensores y las defensoras de derechos humanos requiere un en¬ 
foque integral. Este debe incluir medidas para prevenir abusos contra ellos y ellas, como: adop¬ 
tar leyes y políticas para la protección de los defensores y las defensoras de derechos humanos y 
promover la Declaración de las Naciones Unidas sobre defensores de derechos humanos; reco¬ 
nocer la legitimidad del trabajo de defensa de derechos humanos; adoptar medidas específicas 
de protección para los defensores y las defensoras de los derechos humanos en peligro; tomar 
medidas de transparencia y rendición de cuentas; y llevar a cabo investigaciones inmediatas y 
efectivas sobre las denuncias de abusos contra defensores y defensoras de derechos humanos. 
Los Estados deben garantizar que haya claridad en cuanto a cuáles son los diferentes mecanis¬ 
mos disponibles para proteger a quienes defienden los derechos humanos. 

En México hay algunos mecanismos, procedimientos e iniciativas estatales y federales para 
proteger a las personas que defienden los derechos humanos, para mejorar su situación y así for¬ 
talecer su trabajo. Las comisiones de derechos humanos y el Ministerio Público pueden propor¬ 
cionar medidas de protección para los defensores y las defensoras en peligro o, si se han iniciado 
procedimientos judiciales, los jueces pueden brindar esas medidas. Las instituciones policiales 
normalmente son las encargadas de poner en práctica parte de las medidas de protección. 


* El presente artículo es un resumen del informe de Amnistía Internacional, Exigiendo justicia y dignidad. Defensores y defensoras de los 
derechos humanos en México, Madrid, ai, 2010, disponible en <www.amnisty.org/es/!ibrary/asset/AMR41/032/2009/es/5438d83a-bca8- 
4c0f-bdf0-b2142c5G5045/amr410322009es.pdf>, página consultada el 21 de junio de 2010. 

1 La responsabilidad establecida en virtud del artículo 12 de la Declaración de la onu sobre los defensores de los derechos humanos recoge las 
obligaciones básicas en materia de derechos humanos consagradas en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y en la Carta Interna¬ 
cional de Derechos Humanos [que comprende la Declaración Universal de Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, estos dos ratificados por México e! 23 de marzo de 1981; y sus dos 
Protocolos Facultativos, ratificados por México el 15 de marzo de 2D02 y el 26 de septiembre de 2002, respectivamente). 

2 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la situación de las defensoras y defensores de los derechos humanos 
en lasAméricas, 7 de marzo de 2006, párr. 30. 
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El sistema nacional de comisio¬ 
nes de derechos humanos se com¬ 
pone de la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos (cndh), la 
Comisión de Derechos Humanos 
del Distrito Federal (cdhdf) y las 
31 comisiones estatales de derechos 
humanos. Éstas tienen como man¬ 
dato promover los derechos huma¬ 
nos y llevar a cabo investigaciones 
no judiciales sobre denuncias de 
violaciones a los derechos humanos 
cometidas por autoridades munici¬ 
pales, estatales y federales. Asimis¬ 
mo, se han establecido unidades 
especiales, como el Programa de 
Agravios a Periodistas y Defensores 
Civiles de Derechos Humanos. 

Las comisiones de derechos 
humanos pueden concluir que una 
denuncia carece de fundamento, 
pueden actuar como intermediarias 
para alcanzar un acuerdo entre dos 
partes con el fin de remediar un abu¬ 
so cometido, o pueden dirigir una Re¬ 
comendación priblica no vinculante 
a las autoridades para que actúen con 
el objetivo de otorgar remedio e im¬ 
pedir que se repita el abuso. ^ Debido 
a que estas recomendaciones no son 
vinculantes, su aplicación depen¬ 
de en gran medida de la voluntad 
de las autoridades para cumplirlas."^ 
Además, las comisiones de derechos 

3 La vigilancia por parte de las comisiones de de¬ 
rechos humanos se limita a las investigaciones 
sobre abusos de autoridad. No examina los pro¬ 
cedimientos judiciales o juicios civiles o militares, 
ni critica las decisiones de los tribunales civiles o 
militares. 

4 En febrero de 2009, el director de la Comisión de 
Derechos Humanos del estado de Guerrero dijo 
a Al que, al menos en dos casos en los que había 
pedido medidas de protección específicas para 
defensores de derechos humanos, sus recomen¬ 
daciones se habían ignorado en parte o habían 
sido inefectivas. 


humanos rara vez hacen un segui¬ 
miento de sus recomendaciones 
para ver si se han puesto en práctica 
plenamente. Como consecuencia 
de ello, han tenido un impacto muy 
limitado a la hora de garantizar el ac¬ 
ceso a la justicia para las víctimas de 
abusos, incluidos los defensores y las 
defensoras de derechos humanos. 

La Secretaría de Gobernación 
(Segob) también tiene un papel cla¬ 
ve en la protección de las personas 
que defienden los derechos huma¬ 
nos. En 1997 se creó la Comisión 
Intersecretarial para la Atención de 
los Compromisos Internacionales 
de México en Materia de Derechos 
Humanos, presidida por el secre¬ 
tario de Gobernación y encargada 
de facilitar el diálogo sobre políti¬ 
cas de derechos humanos entre las 
autoridades federales y la sociedad 
civil. En 2001, esta comisión se res- 
tructuró como Comisión de Políti¬ 
ca Gubernamental en Materia de 
Derechos Humanos. Sin embargo, 
este diálogo ha sido limitado y, a 
menudo, ha reforzado la descon¬ 
fianza mutua, haciendo que “el tra¬ 
bajo de las defensoras y defensores 
de derechos humanos se desarrolle 
en un ambiente hostil”.^ 

Desde 2001, la Unidad para la 
Promoción de los Derechos Huma¬ 
nos, perteneciente a la Segob, ha sido 
la encargada de dirigir la aplicación 
de las medidas de protección dicta¬ 
das por el sistema interamericano 
de derechos humanos. Las medidas 
de protección emitidas por la Con¬ 
vención Americana sobre Derechos 

5 ciDH.op. c/t.,párr. 326. 


Humanos (cadh) o la Corte Intera- 
mericana de Derechos Humanos 
(Corte idh) se canalizan a través de 
la Secretaría de Relaciones Exteriores 
(sre) hacia la Segob, que coordina las 
diversas institrrciones federales impli¬ 
cadas en la aplicación de las medidas 
específicas que se necesitan. Sin em¬ 
bargo, Amnistía Internacional (ai) ha 
averiguado que, una vez que los casos 
pasan a la Segob, hay poca claridad 
en el proceso de aplicación, en la 
asignación de recursos o en la mane¬ 
ra y el momento en que las medidas 
de protección se vigilan o evalúan. 

En 2007, más de una docena 
de organizaciones de derechos hu¬ 
manos presentaron a la Segob una 
propuesta detallada para apoyar la 
implementación de las recomenda¬ 
ciones a los gobiernos de América 
incluidas en el informe 2006 de la 
CIDH sobre la situación de los defen¬ 
sores y las defensoras de derechos 
humanos. La propuesta contenía 
una solicitud para el establecimien¬ 
to de un sistema de protección para 
las personas que defienden los de¬ 
rechos humanos. Pese al positivo 
interés mostrado inicialmente por 
las autoridades federales, las organi¬ 
zaciones de derechos humanos aún 
no han recibido respuesta a estas 
propuestas específicas.® 

6 Propuestas de Medidas de Cumplimiento de las 
Recomendaciones de la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos, contenidas en el Informe 
sobre la Situación de las Defensoras y Defensores 
de los Derechos Humanos en las Américas, ten¬ 
dientes a la construcción de una política de Estado 
en la materia, disponible en: Observatorio para la 
Protección de los Defensores de Derechos Huma¬ 
nos, México: Defensores de derechos humanos 
frente a la mutación política y la violencia, febrero 
de 2009, p. 90, disponible en <www.omct.org/pdf/ 
0bservatory/2009/lnforme Mision_Mexico.pdf >, 
página visitada el 5 de octubre de 2009. 
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El 29 de agosto de 2008, el 
gobierno mexieano adoptó por 
deereto presideneial el Programa 
Naeional de Dereehos Humanos 
en el eontexto de su Plan Naeional 
de Desarrollo 2007-20127 El Pro¬ 
grama es vineulante para todas las 
institueiones del gobierno federal, 
pero no para los estados, y desarro¬ 
lla euatro áreas prineipales: la inelu- 
sión de una perspeetiva de dereehos 
humanos en la polítiea públiea; la 
eoordinaeión y eolaboraeión entre 
las dishntas institueiones del Estado 
en todos los niveles; la promoeión de 
una eultura de dereehos humanos, 
y la armonizaeión de la legislaeión. 

En su estrategia 1.4 se ineluye 
un elemento sobre los defensores y 
las defensoras de dereehos huma¬ 
nos, euyo objetivo es garantizar es- 
paeios para la partieipaeión segura 
y efeetiva de la soeiedad eivil en la 
elaboraeión de polítieas públieas y 
destaear la neeesidad de: 

• Eortaleeer los meeanismos de 
interloeueión y partieipaeión 
de la soeiedad eivil; 

• Crear una subeomisión para eva¬ 
luar la políhea públiea federal en 
materia de dereehos humanos; 

• Definir los supuestos y las mo¬ 
dalidades en que se deba otor¬ 
gar proteeeión espeeial a las y 
los defensores de los dereehos 
humanos; 

7 Decreto por el que se aprueba el Programa Nacio¬ 
nal de Derechos Humanos 2008-2012, publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 29 de agosto 
de 2008, disponible en <www.derechoshumanos. 
gob.mx/archivos/anexos/PR0GRAMA_NACI0NAL_ 
DE_DERECH0S_HUMAN0S_2008-2012.pdf>, página" 
consultada el 23 de junio de 2010. 


• Estableeer un protoeolo espe- 
eífieo que permita la investiga- 
eión de ilíeitos eonietidos en 
eontra de los defensores y las de¬ 
fensoras de dereehos humanos; 

• Eonientar la eapaeitaeión de las 
organizaeiones de la soeiedad 
eivil en materia de dereehos 
humanos, y 

• Promover apoyos de diversa 
índole para que las organizaeio¬ 
nes de la soeiedad eivil lleven a 
eabo proyeetos para la pronio- 
eión y defensa de los dereehos 
humanos. 

Esta inieiativa, aunque sólo es vin¬ 
eulante en el ámbito federal, es 
importante. Cada uno de los ele¬ 
mentos del Programa requiere un 
desarrollo detallado para obtener 
mejoras en la valoraeión del tra¬ 
bajo de dereehos humanos y en la 
proteeeión de los defensores y las 
defensoras en peligro. En dieiem- 
bre de 2008 se otorgó a la Unidad 
para la Promoeión de los Dereehos 
Humanos, de la Segob, la respon¬ 
sabilidad de apliear el Programa. 

El sistema interanierieano es 
una importante fuente de medidas 
de proteeeión para los defensores y 
las defensoras de dereehos humanos 
en Méxieo. Las organizaeiones de 
este país han deelarado explíeita- 
mente que la úniea manera de obte¬ 
ner proteeeión para los defensores y 
las defensoras de dereehos humanos 
en peligro es mediante la interven- 
eión de la cidh.^ 

8 Propuestas de Medidas de Cumplimiento de las 
Recomendaciones de la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos, op. cit., p. 7. 


El artíeulo 25 del Reglamento 
de la ciDH permite ordenar me¬ 
didas eautelares en easos graves 
y urgentes. La cidh puede pedir 
que el Estado en euestión adopte 
medidas eautelares para prevenir 
daños irreparables a personas. De 
igual modo, la Corte idh puede 
adoptar medidas provisionales 
para evitar daños irreparables a 
personas en peligro, de aeuerdo 
eon el artíeulo 63 de la cadh y el 
Reglamento de la Corte, adopta¬ 
do en 2004. 

El heeho de que, en algu¬ 
nos easos, el propio Estado pida 
medidas de proteeeión a la cidh 
demuestra la importaneia de este 
sistema para la proteeeión de los 
defensores y las defensoras de de¬ 
reehos humanos en Méxieo. No 
obstante, sólo debe aeudirse a los 
meeanismos internaeionales de 
proteeeión de los dereehos huma¬ 
nos euando no haya meeanismos 
naeionales de proteeeión o euan¬ 
do esos meeanismos no sean efee- 
tivos para proteger a la persona en 
peligro.*^ 

La fuerte dependeneia de 
los meeanismos internaeionales 
subraya la debilidad y la inade- 
euaeión de los meeanismos na¬ 
eionales para la proteeeión de los 
defensores y las defensoras de de¬ 
reehos humanos que se eneuen- 
tran en peligro en Méxieo. 


9 “[L]as medidas cautelares y provisionales otorga¬ 
das por la CIDH y la Corte idh cumplen funciones 
subsidiarias de la tutela que le corresponde al pro¬ 
pio Estado”, ciDH.op. cit, párr. 11?. 


Número 02 - Julio 2010 45 


Referencias 


Defensoras y defensores sociales 
asesinados en México [2006-2010] 


NOMBRE 

CARGO 

ENTIDAD DONDE 

FUE ASESINADO 

FECHA 

DELHOMICIDIO 

TRABAJO QUE REALIZABA 

AL MOMENTO DE SU MUERTE 

_ . Opositor a las actividades 

Francisco , , Su cuerpo fue hallado 

^ de la Empresa Minera en Jalisco 

Ouinonez r. ^ . . el lldemarzode2006 

Pena Colorada 

Santiago Rafael 
Cruz 

Coordinador del Foro 

Laboral del Obrero 
Campesino 

Nuevo León 

Su cadáver fue encontrado 

el 9 de abril de 2002 

Asesor de trabajadores 
agrícolas que se desplazaban 
a Estados Unidos 

Aldo Zamora Denunciar, junto con su padre y su hermano, 

Ecologista Estado de México 15 de mago de 2002 la tala clandestina de árboles en el bosque 

Gómez ^ ^ ^ c , ■ 

de San Juan Atzingo 

Ricardo Murillo 
Monge 

Fundador de Frente Cívico 

Sinaloense 

Sinaloa 

Su cuerpo fue encontrado 
el 6 de septiembre de 
2002 

Denunciar casos de tortura y otros abusos 
presuntamente cometidos por la policía 
y el Ejército en Sinaloa 

_ _ . Locutora de la estación de 

Teresa Bautista ^ Denunciar abusos cometidos por los caciques 

,, . radio comunitaria La Voz Guerrero 2 de abril de 2008 , , . , ' 

Merino delazonatnquienOaxaca 

que Rompe el Silencio 

Felicitas 

Martínez 

Sánchez 

Locutora de la estación de 

radio comunitaria La Voz 
que Rompe el Silencio 

Guerrero 

7 de abril de 2GD8 

Denunciar abusos cometidos por los caciques 
de la zona triqui en Oaxaca 

, Secuestrado Denunciar la esterilización forzada de hombres 

Lorenzo Miembro de la 

_ , , el 9 de febrero de 2008, indígenas en la comunidad de El Camalote. Acompañó 

Fernandez Organización del Pueblo Guerrero ^ 

- , , su cuerpo fue encontrado la denuncia de su hermana, quien se presume fue 

Ortega indígena Me phaa ■. 

® al día Siguiente violada en 2001 por elementos del Ejercito 

Armando 

Villarreal 

Martha 

Dirigente 

de la Organización 
Agrodinámica Nacional 

Chihuahua 

14 de marzo de 2008 

Participante del movimiento nacional 
de productores y campesinos que solicitaban 
al gobierno federal la revisión del Tratado de Libre 
Comercio para América del Norte 

, Abogado g vecino de „ ^ . 

Fornando Defensor undico de los habitantes de Jilotzmgo, 

.. , San Luis Agucan, Estado de México 12 de marzo de 2008 

Mayen opositores a un proyecto de relleno sanitario 

Raúl Lucas 
Lucía 

Presidente de 
la Organización 
para el Futuro 
del Pueblo Mixteco 

Guerrero 

Secuestrado el 13 de 

febrero de 2009, 

hallado sin vida el 

20 de febrero de 2009 

Defensor de los pueblos indígenas me'phaa 
[tlapanecos] y na'savi [mixtéeos] 


Secretario de Secuestrado el 13 de 

Manuel Ponce la Organización Guerrero febrero de 2009, Defensor de los pueblos indígenas me'phaa 

Rosas para el Futuro hallado sin vida el (tlapanecos] y na'savi [mixtéeos] 

del Pueblo Mixteco 20 de febrero de 2009 


Josefina Reyes 
Salazar 

Integrante de la 
Coordinadora de 
Organizaciones Sociales 

Chihuahua 

3 de enero de 2010 

Activista de derechos humanos en organizaciones 
civiles y encargadas de la búsqueda de personas 
desaparecidas 

_ . AM Directora del Centro 

Beatriz Alberta , * r- • • o integrante de una caravana humanitaria 

- ^ .... de Apogo Comunitario Oaxaca 22 de abril de 2010 

Carino Truilllo ^ ^ ^ que se dirigía a San Juan Cópala 

^ Trabajando Unidos 

Jyri Antero 
Jaakkola 

Activista miembro de la 
organización Uusi Tuuli Ry 
[Nueve Vientos] 

Oaxaca 

27 de abril de 2010 

integrante de una caravana humanitaria 
que se dirigía a San Juan Cópala 


Fuentes de información: oacnudh, ai, cidhm y revista Contralínea 
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OFICINA DEL ALTO COMISIONADO DE LAS NACIONES UNIDAS 
PARA LOS DERECHOS HUMANOS 


Experiencias en América 
de mecanismos de protección 
para periodistas, defensoras 
y defensores de derechos 
humanos* 


En el marco del seguimiento a las recomendaciones emitidas por la Oficina 
del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (oacnudh) 
en el informe sobre la situación de las y los defensores de derechos humanos 
en México/particularmente la que se refiere a la creación de un Mecanismo nacional 
de protección, este organismo realizó una investigación titulada Experiencias en el 
continente americano sobre mecanismos de protección para periodistas, defensoras 
y defensores de derechos humanos,^ que analiza las experiencias en la materia 
en Guatemala, Colombia y Brasil, con el objetivo de sentar las bases para el posible 
diseño de un mecanismo similar en México. A continuación presentamos un resumen 
con las descripciones y el análisis del funcionamiento de cada uno de dichos 
mecanismos de protección. 


* Los datos aquí recabados se basan en la información socializada por los expertos colombianos en la mesa de diálogo “Hacia un mecanismo 
de protección para periodistas y defensores” [efectuada en la ciudad de México los días 11 y 12 de febrero de 2010]; en la información pro¬ 
porcionada mediante correo electrónico por el Centro de Justicia Global con sede en Río de Janeiro; en los datos facilitados a través de ese 
mismo medio por el director del Programa de Protección a los Defensores de Derechos Humanos en Brasil; en la información otorgada por 
las oficinas de Colombia y Guatemala del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos; y en el informe Protección 
a defensores de derechos humanos: buenas prácticas a partir de la experiencia, de la organización Protection Internacional. Asimismo, se 
consideraron los reportes de las visitas realizadas por la relatora especial sobre la situación de los Defensores de Derechos Humanos de 
las Naciones Unidas a Colombia, en septiembre de 2D09, a Guatemala en febrero de 2008 y a Brasil en diciembre de 2005. 

1 Defender los derechos humanos: entre el compromiso y el riesgo. Informe sobre la situación de las y los defensores de los derechos huma¬ 
nos en México, México, oacnudh, 2Q10, disponible en < www.hchr.org.mx/documentos/libros/informepdf.pdf>, página consultada el 16 de 
junio de 2010. 

2 Experiencias en el continente americano sobre mecanismos de protección para periodistas, defensoras y defensores de derechos huma¬ 
nos, documento de trabajo de oacnudh en México, 2010. 
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Colombia 

El actual Programa de Protección 
a Defensores y defensoras de de¬ 
rechos humanos en Colombia se 
creó formalmente mediante la Ley 
418 de 1997, por la cual se con¬ 
sagran unos instrumentos para la 
búsqueda de la convivencia, la efi¬ 
cacia de la justicia, y se dictan otras 
disposiciones. 

Posteriormente fue modificada 
y dio lugar al Programa de Protec¬ 
ción de Derechos Humanos del 
Ministerio del Interior y de Justicia 
de Colombia.^ Su trabajo se articu¬ 
la mediante los llamados Comités 
de Reglamentación y Evaluación 
de Riesgos, los cuales recomien¬ 
dan las medidas de protección que 
consideran pertinentes para cada 
caso concreto. 

El Programa fue resultado 
de un esfuerzo conjunto entre el 
gobierno y la sociedad civil por 
brindar protección a grupos de po¬ 
blación especialmente vulnerables 
y enfrentar las consecuencias de la 
situación de violencia en su contra. 

En un inicio la protección se 
brindaba a dirigentes sindicales e 
integrantes de organizaciones civi¬ 
les de derechos humanos, después 
éste se extendió a dirigentes o acti¬ 
vistas tanto de grupos políticos -y 
especialmente de oposición- como 
de organizaciones sociales, cívicas, 
comunales, gremiales, sindicales, 
campesinas y de grupos étnicos; a 
organizaciones de derechos huma- 

3 Regulado mediante el Decreto núm. 2816 de 2006, 
firmado por el presidente, el ministro de Defensa 
Nacional, y el ministro del Interior y de Justicia. 


nos y miembros de la misión médi¬ 
ca; a testigos de casos de violación a 
los derechos humanos y de infrac¬ 
ción al derecho internacional hu¬ 
manitario (independientemente de 
que no se hayan iniciado los respec¬ 
tivos procesos disciplinarios, pena¬ 
les y administrativos en concordia 
con la normatividad vigente); a pe¬ 
riodistas y comunicadores(as) socia¬ 
les; a las y los alcaldes, diputados, 
concejales y personeros; a dirigen¬ 
tes de organizaciones de población 
en situación de desplazamiento; a 
las y los funcionarios y ex funciona¬ 
rios responsables del diseño, coor¬ 
dinación o ejecución de la política 
de derechos humanos o de paz del 
gobierno nacional. 

En consecuencia, se estable¬ 
ció como objetivo del Programa de 
Protección el “apoyar al gobierno 
nacional en la salvaguarda de la 
vida, integridad, libertad y segu¬ 
ridad de la población objeto [del 
programa] que se encuentre en 
situación de riesgo cierto, inmi¬ 
nente y excepcional, como con¬ 
secuencia directa y en razón del 
ejercicio de sus actividades o fun¬ 
ciones políticas, públicas, sociales 
o humanitarias”.'^ 

El decreto de creación del 
Programa establece una gama de 
medidas que podrán ser aplicables 
según el caso: 

Medidas preventivas: 

• Curso de autoprotección y au- 
toseguridad. 

4 Experiencias en el continente americano sobre me¬ 
canismos de protección para periodistas, defenso¬ 
ras y defensores de derechos humanos, op. cit. 


• Rondines policiacos. 

• Instructivo de medidas preven¬ 
tivas. 

Medidas de protección. 

A. Medidas blandas: 

a) Equipos de comunicación. 

b) Medios de transporte nacional. 

c) Apoyo de reubicación temporal. 

d) Apoyo de “trasteo” (suma de dine¬ 
ro que se otorga al beneficiario(a) 
que, en razón de su nivel de ries¬ 
go o grado de amenaza, deba 
reubicarse en un lugar o área di¬ 
ferente a la zona de riesgo). 

B. Medidas duras: 

a) Esquemas de proteeeión. Son 
los reeursos físieos y humanos 
otorgados a las y los benefieianos 
del Programa para su proteeeión 
(individuales o eoleetivos). 

b) Blindaje de inmuebles e insta- 
laeión de sistemas téenieos de 
seguridad. 

c) Chaleeos antibalas. 

d) Blindaje de vehíeulos. 

e) Vuelos de avión internaeiona- 
les los euales se suministrarán 
a personas que tengan aeepta- 
eión por parte del país reeep- 
tor por un periodo superior a 
un año y euando su nivel de 
riesgo lo amerite. 

Para Jaime Prieto, experto colom¬ 
biano, este programa de Colombia 
tiene la ventaja de haberse creado 
por una directiva presidencial, lo 
que le dio reconocimiento públi¬ 
co y político a la labor de las y los 
defensores; sin embargo, considera 
que no es una política integral en 
la materia a largo plazo. 
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Dentro de los prineipales re¬ 
tos del Programa se eneuentran: 
la ealidad de los estudios de ries¬ 
go -siempre euestionado-, quién 
los realiza y euánto se demoran 
en arrojar resultados; el tiempo 
que transeurre entre la adopeión 
de la medida de proteeeión y su 
implementaeión, partieularmen- 
te de las medidas duras; la reeva- 
luaeión del riesgo; la definieión 
de la instaneia más adeeuada 
para otorgar la proteeeión físiea 
(reeientemente se eneargó esta 
aetividad a empresas de seguridad 
privada, lo que generó un debate 
importante). 

Otro reto es que el Programa 
de Proteeeión, que es la respuesta 
práetiea del Estado eomo polítiea 
públiea para proteger a personas 
en eondieión de vulnerabilidad y/o 
diseriminaeión por su perteneneia 
a un determinado grupo de pobla- 
eión, sin embargo, responde de ma¬ 
nera preventiva, ya que aetúa post 
(acto; y por último, el Programa no 
puede eontrarrestar el diseurso dis- 
eriminatorio y estigmatizante profe¬ 
rido por algunas autoridades. 


Guatemala 

El 29 de marzo de 1994 el gobierno 
de Guatemala y la Unidad Revolu- 
eionaria Naeional Guatenialteea 
(urng) firmaron el Aeuerdo Global 
sobre Dereehos Humanos (agdh), 
en el que reeonoeen la importaneia 
de la funeión que desempeñan las y 
los defensores. 

En abril de 2009, enfrentados 
eon altos niveles de violeneia, in¬ 
seguridad e impunidad, los tres 
representantes de los poderes del 
Estado suseribieron el Aeuerdo 
Naeional para el Avanee de la Se¬ 
guridad y la Justieia que eontiene 
101 eompromisos en la materia, 
entre los que se prevé la ereaeión 
de programas de proteeeión in¬ 
tegral a operadores de justieia y 
defensoras y defensores de dere¬ 
ehos humanos. Esta inieiativa fue 
respaldada por las organizaeiones 
de la soeiedad eivil, el seetor pri¬ 
vado, representantes de las iglesias 
y la aeadeniia, por el proeurador 
de los Dereehos Humanos y por 
representantes de la eomunidad 
internaeional. 


Sin embargo, hasta marzo de 
2010 no se había logrado formali¬ 
zar en un aeuerdo gubernativo y, 
por lo tanto, están postergadas las 
propuestas del Programa de Pro¬ 
teeeión y Preveneión para Defen¬ 
sores y otros Grupos Vulnerables, 
presentadas por la Comisión Pre- 
sideneial Coordinadora de la Po¬ 
lítiea del Ejeeutivo en Materia de 
Dereehos Humanos (Copredeh). 

A la par de los esfuerzos de la 
Copredeh, el Ministerio de Go- 
bernaeión impulsó la ereaeión 
de una Instaneia de Análisis de 
Ataques eontra Defensores de De¬ 
reehos Humanos, la eual fue ins- 
titueionalizada en enero de 2008 
y adserita al Viee Ministerio de 
Seguridad. Su funeión radiea en 
analizar los patrones de ataques en 
eontra de las y los observadores y 
defensores de dereehos humanos 
a través de una metodología eien- 
tífiea definida. 

La Instaneia está integrada por 
representantes del gobierno, de or¬ 
ganizaeiones de dereehos humanos 
naeionales e internaeionales, y de 
la OAGNUDH-Guatemala eon estatus 
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de observadora. Dieha Instaneia 
se dediea a analizar easos de agre¬ 
siones a defensoras y defensores, a 
intereambiar informaeión e ineluso 
eoordinar gestiones de investigaeión 
(faeilitando la labor del Ministerio 
Públieo), además de identifiear 
patrones y analizar situaeiones de 
riesgo para el desarrollo de la labor 
de eiertas eategorías de defensores. 
Esta informaeión se haee del eono- 
eimiento del ministro de Goberna- 
eión y se realizan reeomendaeiones 
para brindar proteeeión a determi¬ 
nadas defenderás y defensores. 

La Instaneia trabajó eon efiea- 
eia entre 2007 y 2008, generando 
un espaeio de análisis e inteream- 
bio de informaeión interinstitu- 
eional y eon la soeiedad eivil. En 
2009 empezó a sufrir inestabilidad 
debido a que en un año se dieron 
euatro eambios en el eargo de mi¬ 
nistro de Gobernaeión. Ante la in- 
eertidumbre sobre su eontinuidad 
en oeasiones dieha Instaneia tuvo 
que suspender sus aetividades, has¬ 
ta que fue suspendida ofieialmente 
el 20 de mayo de ese año. 

Aún así, la Instaneia retomó su 
ritmo de reuniones en agosto de 
2009, siempre sufriendo periodos 
de tensión polítiea hasta que en 
febrero de 2010, el nuevo ministro 
de Gobernaeión deelaró explíeita- 
mente su voluntad para fortaleeer 
el espaeio por medio de un aeuer- 
do gubernativo. 

Desde entonees esta Instaneia 
ha generado eonfianza entre sus 
integrantes y avanees en materia de 
eoordinaeión interinstitueional. En¬ 
tre diehos avanees se puede meneio- 


nar la elaboraeión de herramientas 
para el análisis de easos objeto de 
estudio eon el fin de determinar o 
deseartar la existeneia de patrones 
de agresión eontra defensores y de¬ 
fenderás de dereehos humanos, ge¬ 
nerando doeumentos, tales eomo: 
la matriz para el análisis de easos de 
asesinatos de defensores(as) de dere¬ 
ehos humanos, el análisis de ame¬ 
nazas, la hoja de ruta para eonstruir 
patrón de easos de asesinatos y el 
doeumento estadístieo sobre muer¬ 
tes violentas en los departamentos 
estatales, entre otros. 

Asimismo, generó medidas de 
proteeeión e impulsó meeanismos 
ágiles de eomunieaeión entre el 
Ministerio Públieo, el Ministerio 
de Gobernaeión y la soeiedad eivil 
en torno a easos de defensoras y 
defensores en riesgo. Einalmente, 
impulsó el fortaleeimiento de la 
Unidad de Investigaeión en ma¬ 
teria de dereehos humanos y el 
aeereamiento eon la eomunidad 
internaeional, eomo el Grupo 
Piltro de Embajadas de los países 
miembros de la Unión Europea 
aereditadas en Guatemala. 

Sin embargo, la aetuaeión de 
los representantes del Ministerio 
de Gobernaeión en la Instaneia no 
euenta eon respaldo institueional, 
lo que oeasiona que existan algu¬ 
nas restrieeiones, eomo los limi¬ 
tados reeursos de operaeión de la 
Unidad de Dereehos Humanos de 
la División Espeeializada en Inves¬ 
tigaeión Griminal (deic) de la Po- 
lieía Naeional Givil. La Instaneia 
tampoeo euenta eon un meeanis- 
nio de supervisión independiente. 


Brasil 

Luego de la Primera Gonsulta La- 
tinoanierieana de Defensores de 
Dereehos Humanos y tomando 
eomo refereneia la Deelaraeión 
sobre defensores de Naeiones 
Unidas, en 2003 el gobierno de 
Brasil instauró un grupo de traba¬ 
jo en la Seeretaría Espeeial para 
los Dereehos Humanos (sedh), 
integrada por representantes del 
gobierno, del Poder Legislativo 
y organizaeiones naeionales e 
internaeionales, eon el objetivo 
de “proponer medidas, aeeiones 
y programas gubernamentales 
en diversas entidades de la fe- 
deraeión que garantizaran los 
prineipios estableeidos en la De¬ 
elaraeión de las Naeiones Unidas; 
analizar easos de violeneia eon¬ 
tra defensores(as) de dereehos 
humanos; analizar proyeetos de 
ley en trámite ante el Gongreso 
Naeional que puedan perfeeeio- 
nar la legislaeión penal vigente; 
así eomo nuevos proyeetos de 
ley; y eonsiderar proeedimientos 
y rutinas polieiales destinadas a 
atender las neeesidades de pro¬ 
teeeión de las y los defensores de 
dereehos humanos”. 

El Programa Naeional de Pro¬ 
teeeión a Defensores de Dereehos 
Humanos (ppddh, por sus siglas 
en portugués) fue lanzado ofi¬ 
eialmente por el gobierno el 26 
de oetubre de 2004 en Brasilia, 
dentro de la sedh, dependiente 
de la Presideneia de la Repúbliea. 
Su objetivo es “proporeionar pro¬ 
teeeión y asisteneia a toda persona 


50 dfensor ■ Revista de derechos humanos 


física o jurídica, grupo, institu¬ 
ción, organización o movimiento 
social que promueva, proteja o 
defienda los derechos humanos 
y, en función de su actuación y 
actividades, se encuentre en situa¬ 
ción de riesgo y/o vulnerabilidad 
de conformidad con la Declara¬ 
ción sobre el Derecho y el Deber 
de los Individuos, los Grupos y las 
Instituciones de Promover y Pro¬ 
teger los Derechos Humanos y las 
Libertades Fundamentales Umver¬ 
salmente Reconocidos.” 

Debido a que Brasil es un Es¬ 
tado federal, el ppddh inició un 
proceso de descentralización con 
programas piloto en diversos esta¬ 
dos (cinco actualmente, además 
de la oficina central en Brasilia), 
en cada uno de los cuales se creó 
una coordinación y una oficina 
estatal del Programa. La imple- 
mentación de este Programa a 
nivel nacional es monitoreada por 
una Coordinación Nacional del 
Programa de Protección a Defen¬ 
sores, la cual tiene como órgano 
de decisión al Consejo Delibe¬ 
rativo Nacional de Protección a 
las y los Defensores de Derechos 
Humanos y además, cuenta con 
una Comisión Intersectorial Na¬ 
cional, un espacio de reunión y 
articulación entre los órganos del 
Poder Ejecutivo federal. 

En noviembre de 2007 estas 
instancias elaboraron un Manual 
de procedimiento del Programa en 
el que se plasmaron las estrategias, 
los procedimientos metodológicos 
y su estructura operacional. Asi¬ 
mismo, se propuso fortalecer el 


marco legal del Programa median¬ 
te un proyecto de ley, todavía en 
discusión en el Congreso. 

Los principios fundadores 
del Programa son: respeto a la 
dignidad de la persona; no discri¬ 
minación por motivo de género, 
orientación sexual, origen étnico 
o social, discapacidad, origen, na¬ 
cionalidad, actividad profesional, 
raza, religión, situación migra¬ 
toria o cualquier otra condición; 
protección y asistencia a las y los 
defensores de derechos humanos, 
independientemente de su nacio¬ 
nalidad y colaboración con los 
procesos judiciales; promoción 
y garantía de la ciudadanía y los 
derechos humanos; respeto a los 
tratados internacionales de dere¬ 
chos humanos; universalidad, in¬ 
divisibilidad e interdependencia 
de los derechos humanos; trans- 
versalidad de las dimensiones de 
género, orientación sexual, dis¬ 
capacidad, origen étnico o social, 
religión, nacionalidad, actuación 
profesional y origen en las políti¬ 
cas públicas. 

Las directrices específicas para 
la protección de las y los defenso¬ 
res de derechos humanos en re¬ 
lación con la responsabilidad de 
autores de amenazas o actos de 
intimidación son los siguientes: la 
cooperación entre los órganos de 
seguridad pública, la cooperación 
jurídica nacional, el sigilo en los 
procedimientos judiciales y admi¬ 
nistrativos en los términos de ley, y 
la integración de políticas y accio¬ 
nes de sanción a los autores de los 
delitos relacionados. 


También constituyen directri¬ 
ces específicas para la protección 
de las y los defensores que se en¬ 
cuentren en situación de riesgo o 
vulnerabilidad: la protección de 
la vida; la asistencia social, médi¬ 
ca, psicológica y material; inicia¬ 
tivas para superar las causas que 
generan la situación de riesgo o 
vulnerabilidad; la preservación de 
la identidad, imagen y datos per¬ 
sonales; el apoyo para el cumpli¬ 
miento de obligaciones civiles y 
administrativas que exijan la com¬ 
parecencia personal; la suspensión 
temporal de actividades; y, excep¬ 
cionalmente, la transferencia de la 
residencia o traslado temporal a un 
sitio seguro. 

En relación con el recono¬ 
cimiento público de la labor de 
las y los defensores de derechos 
humanos, el Programa propone, 
entre otras medidas: declaracio¬ 
nes públicas y notas de prensa 
que reconozcan el trabajo de las y 
los defensores, como un elemento 
vital para el proceso democráti¬ 
co, firmadas por autoridades del 
más alto nivel -incluido el presi¬ 
dente de la República- artistas y 
personalidades públicas; divulga¬ 
ción de las violaciones cometidas 
en contra de las y los defensores 
mediante los medios de comuni¬ 
cación, inclusive cuando éstos 
hayan participado del contexto 
de riesgo; educación, sensibiliza¬ 
ción y capacitación sobre los de¬ 
rechos humanos y el papel de las 
y los defensores para policías, el 
Ministerio Público, las defenso- 
rías públicas y el Poder Judicial; 
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campañas públicas dirigidas a toda 
la sociedad sobre la valorización délos 
derechos humanos y el rol de las y 
los defensores; la revisión de los 
delitos de abuso de autoridad y 
amenazas en el Código Penal; la 
articulación de los programas de 
la SEDH con el Programa Nacio¬ 
nal de Protección a Defensores de 
Derechos Humanos. 

De acuerdo con el Manual del 
Programa, el riesgo debe tener las 
siguientes características: específi¬ 
co e individual; concreto (basado 
en acciones o datos particulares y 
manifiestos, no en suposiciones abs¬ 
tractas); presente (no remoto ni even¬ 
tual); relevante (que amenace con 
posibles lesiones a bienes jurídicos 
valiosos); serio (de materialización 
probable); claro y perceptible por 
los sentidos; excepcional y despro¬ 
porcionado. 

El Comité Brasileño de De¬ 
fensores y Defensoras de Dere¬ 
chos Humanos, conformado por 
11 organizaciones civiles, a finales 
de 2009 señaló que el Programa 
padece de algunas limitaciones, y 
refirió entre otras las siguientes: 

• A nivel institucional y estruc¬ 
tural: falta de coordinación y 
de asunción de responsabili¬ 
dades entre los niveles central 
y estatal, existe excesiva buro- 
cratización. Proponen buscar 
alternativas para desburocra- 
tizar al Programa mediante la 
legislación vigente que obligue 
a una articulación más efecti¬ 
va entre las instituciones pú¬ 
blicas, en particular aquellas 


vinculadas con la seguridad 
pública. 

• Ampliación de las redes: ne¬ 
cesidad de incluir asesoría 
jurídica, apoyo psicológico y 
protección efectiva para las 
personas defensoras, priorizar 
la protección local de la o el 
defensor y el fortalecimiento 
de defensorías, entre otras. 

• Sobre el marco legal: se re¬ 
quiere hacer del Programa una 
política de Estado. 

• Necesidad de realizar un diag¬ 
nóstico nacional. 

• Sobre la gestión del Programa: 
aunque se reconocen como 
fortalezas la participación de la 
sociedad civil y del Estado y la 
continuidad del personal a car¬ 
go desde 2007, se mencionan 
la necesidad de que existan 
planes de trabajo más claros, 
de coordinar las visitas a nivel 
local, de contar con una mejor 
definición metodológica, y de 
resolver la fragilidad estructu¬ 
ral y la falta de recursos. 

Es importante decir que el pro¬ 
yecto de ley que adelanta el go¬ 
bierno de Brasil es el único en su 
tipo a nivel mundial, ya que todos 
los demás programas de protec¬ 
ción se basan en decretos o me¬ 
didas políticas, sin alcanzar ese 
importante grado de instituciona- 
lización.^ 

5 Protección a defensores de derechos humanos: 
buenas prácticas a partir de la experiencia, vol. 
I Legislación, políticas nacionales y oficinas para 
defensores, Bruselas, Protection International, 
2009, p. 20. 
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Periodismo: una labor 
de alto riesgo en México 

ÉRIKA RAMÍREZ* 

Tres fueron las amenazas para que Raúl Marcial Pérez dejara de escribir su columna 
periodística en SI Gráfico de Oaxaca. La primera fue dejada en el portal de su casa, armada 
con letras de periódico. Siguió una llamada telefónica que, con gritos, le advertía que “se lo 
iba a cargar la chingada”. La tercera fue directa. Un funcionario del gobierno de Ulises Ruiz 
le dijo: “es mejor que le bajes a tus notas”. 

Eran los días de 2006 en que la capital oaxaqueña se había paralizado. El movimiento de la 
Asamblea Popular de los Pueblos de Oaxaca (appo) y del magisterio luchaba por conquistas so¬ 
ciales. La policía estatal tomaba las calles. El otro lado de la moneda, como Marcial Pérez titulaba 
su columna, criücaba la “ingobernabilidad, el salvajismo y la represión” con que gobernaba Uli¬ 
ses Ruiz Orüz. Cabezas como “¡Oaxaca, tierra sin ley!” encrespaban al gabinete del gobernador. 

Lo citaron para desayunar en un restaurante del centro histórico, recuerda su viuda 
Emelia Martínez. “Nunca supe a detalle lo que se dijo con esta persona ni de quién se trató, 
pero fue la primera vez que vi a Raúl dudar de lo que estaba haciendo”, dice. Días previos 
al encuentro con el político priísta, cuenta, le dejaron un mensaje con recorte de periódico 
en donde le advertían que se cuidara. Raúl Marcial lo mostró a su pareja. Ella opinó: “son 
personas cobardes que no dan la cara. No tengas miedo”. 

Luego, una llamada telefónica inmutó por instantes al periodista, para luego soltar: “que 
le baje a mis cosas porque si no me van a tronar”, relata Emelia. Tras el hostigamiento, 
Marcial Pérez se convirtió en un hombre demasiado cauteloso, situación incómoda para su 
familia. A Emelia y a sus dos hijos les exigía que siempre miraran antes de salir de su casa, 
que estuvieran seguros de que no hubiera gente extraña cerca, “se sentía amenazado”. 

— Me molestaba y le decía: “¿de qué nos vamos a cuidar si no hemos hecho nada malo?”. 
Nunca imaginé que las amenazas trascendieran. 


Amenaza cumplida 

Una llamada telefónica fue recibida en la casa de la familia Marcial Martínez. Emelia alzó 
el auricular. La voz de hombre, agitada y nerviosa, le pedía su traslado inmediato a Jux- 
tlahuaca: “su esposo tuvo un accidente”, dijo. 


Reportera de la revista Contralínea. 
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Alterada, Emelia llamó a su 
hijo Josabath. 

— ¿Qué le hieieron al earro?, 
dime. Tu padre tuvo un aeeidente. 

— Se le arreglaron los frenos, pero 
estoy seguro de que quedó bien. 
Lo probé. 

— Pues vámonos. No sé qué pasó 
eon tu papá; me aeaban de hablar 
que está muy mal. 

Emelia hizo un par de llamadas 
para eonseguir dinero. Pensaba que 
lo neeesitaría para pagar el traslado 
al hospital o eubrir los honorarios 
de algún doetor. Apenas reunió dos 
mil pesos que aportaron sus familia¬ 
res. A mitad del eamino, una llama¬ 
da al eelular agudizó la angustia de 
la mujer. Era el hermano de Raúl, 
quien le exigía a gritos una expliea- 
eión de lo que estaba pasando. 

— ¡Me aeaban de avisar que mata¬ 
ron a Raúl!, ¿es verdad? Dime, ¿es 
verdad?— gritaba el hombre. Ella 
se desvaneeía. 

— No es eierto, me dijeron que 
sólo había sido un aeeidente. 

Tres horas más tarde, el hombre 
que le había llamado para darle 
la notieia la esperaba en el eentro 
médieo de Juxtlahuaea. El heeho 
fue eonfirmado. Oeho tiros por la 
espalda aeabaron eon la vida del 
periodista Raúl Mareial Pérez el 8 
de dieiembre de 2006.^ 

1 Érika Ramírez, “Marcial Pérez, periodista incómodo", 
en Controlínea, núm. 186,13 de junio de 2010, dis¬ 
ponible en <http://contralinea.info/archivo-revista/ 
Índex.php/2010/06/13/marcial-perez-periodista- 
incomodo>, página consultada el 12 de junio de 2010. 


Acoso a periodistas 

Esta fue la historia eon la que me 
eneontré un día antes de que mi 
eompañero David Cilia y yo nos 
“montáramos” en la earavana de 
paz que pretendía llegar a San Juan 
Cópala, el 27 de abril pasado. La 
misma en donde fueron asesinados 
dos promotores y observadores de 
dereehos humanos: la mexieana 
Bety Cariño y el finlandés Jyri Ja- 
akkola. 

Habíamos viajado a Oaxaea 
para doeumentar el asesinato de 
las loentoras triquis Teresa Bautis¬ 
ta y Eelíeitas Martínez en 2008. 
También los de Brad Will y Raúl 
Mareial, asesinados en 2006, justo 
en medio del eonfbeto magisterial 
en la entidad. 

El trabajo periodístieo, elabo¬ 
rado desde haee unos meses por el 
equipo de la revista Contralínea, 
pretende realizar una radiografía 
de la violeneia eontra periodistas a 
partir de 2000. Las eifras son des¬ 
alentadoras en un país en el que 
la elase polítiea habla de libertad 
de expresión y demoeraeia. Más de 
70 periodistas asesinados y desapa- 
reeidos en 10 años, en todo el país. 

En el mareo de la investiga- 
eión, hemos deseubierto que no 
se ha eonsignado a ninguna perso¬ 
na por las agresiones a la prensa, 
y que se jnstifiean las muertes de 
los eomunieadores eomo una eon- 
seeueneia de la supuesta “guerra” 
del gobierno de Eelipe Calderón 
eontra las bandas del nareotráfieo. 
Los asesinados quedan en el olvido 
y sus familias en el desamparo. 


En febrero pasado, el doen- 
mento Entre la violencia y la in¬ 
diferencia: Informe de agresiones 
contra la libertad de expresión en 
México 2009,^ elaborado por la or- 
ganizaeión internaeional Artíeulo 
19, Ofieina para Méxieo y Centro- 
amériea, y el Centro Naeional de 
Comunieaeión Soeial (Ceneos), 
nos daba euenta de que en la ad- 
ministraeión de Eelipe Calderón 
Hinojosa los asesinatos en eontra 
de periodistas aleanzaron 88% res- 
peeto de los seis años de gobierno 
de Vieente Fox. Además, de que 
los fnneionarios públieos son los 
prineipales agresores de los eomu¬ 
nieadores hasta en 65% de los ea- 
sos registrados. 

El reporte eoordinado por Da¬ 
río Ramírez, direetor de Artíeulo 
19 para Méxieo, y Brisa Maya Solís, 
direetora de Ceneos, es determi¬ 
nante: existe un “entorno evidente¬ 
mente adverso para el ejereieio del 
dereeho a la libertad de expresión 
a través de la libertad de prensa en 
el país. Méxieo es el país de Amé- 
riea Latina más peligroso para el 
ejereieio periodístieo”. 

El periodista 

Raúl Mareial Pérez “eseribía todo el 
tiempo”, relata su esposa. En sus ar- 
tíenlos de fondo eritieaba el papel de 

2 Sntre la violencia y la indiferencia: Informe de 
agresiones contra la libertad de expresión en Mé¬ 
xico 2009, México, Artículo 19/Cencos, febrero 
de 2010, disponible en <www.cencos.org/files/ 
documents/lnforme2009-Entre-la-Violencia-y-la- 
lndiferencia.pdf>, página consultada el 16 de junio 
de 2010. 
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la Iglesia, al gobierno y a los mismos 
periodistas que vendían su trabajo al 
aparato del Estado. Así se refería en 
El otro lado de la moneda al gobier¬ 
no de Ulises Ruiz Ortiz durante el 
levantamiento soeial de 2006: 

La mayoría del pueblo de Oaxa- 
ea lueha a expensas y bajo los 
riesgos infames de liberarse de 
un hombre que en mala hora 
llegó al gobierno del estado y 
que impunemente ha enlutado 
hogares; otros padecen el efecto 
de la injusticia de tener a uno de 
sus integrantes en la cárcel, otros 
experimentan la zozobra y otros 
muchos con la huella de la tortu¬ 
ra física y psicológica. 

La crisis de Oaxaca tiene 
nombre y apellido y se llama 
Ulises Ruiz Ortiz. Este no supo 
dirigir al pueblo en paz, le faltó 
visión política, le faltó corazón, le 


sobran visceras. Esta crisis que to¬ 
dos lamentamos refleja un escape 
de las virtudes fundamentales y de 
los valores que han dado forma a 
grandes naciones, pero que éstas 
se forjan con talento, paciencia y 
dirección efectiva.^ 

La crítica a los medios de comu¬ 
nicación y periodistas también era 
aguda, pues decía que en tiempos 
de erisis polítiea y social se ponía 
al deseubierto “la poea étiea de no 
poeos periodistas [...] que en aras 
de la libertad de expresión mani¬ 
pulan y ocultan la verdad de los 
acontecimientos a la soeiedad”. 
Respeeto de los prineipios de infor¬ 
mar veraz y oportunamente, deeía, 
oeurre lo eontrario eon el perio¬ 
dismo, que ahora “es negoeio de 

3 Raúl Marcial Pérez, “¡¡Oaxaca tierra sin ley!!”, en 
SI Gráfico de Oaxaca (columna SI otro lodo de la 
moneda]. 


mereenarios que viven engañados 
sobre este honroso quehaeer y que 
es un tesoro que se debe guardar y 
proteger”."^ 

Del movimiento magisterial 
y de la appo, enalteeía el valor y 
las agallas de quienes se atrevían 
a eerrar las avenidas o a tomar las 
estaeiones de radio para difundir 
mensajes a la comunidad, exigir 
justicia y cambios para la sociedad. 
“Hazaña de valientes mujeres”, en- 
eabezaba la plana de El Gráfico, 
para luego seguir: “errando una 
mujer avanza, no hay hombre que 
se detenga”. Se refería a la toma del 
Canal 9 de televisión por mujeres 
de la APPO y del magisterio. Ellas 
habían salido a protestar eon eaee- 
rolas y palas para exigir la salida de 
Ulises Ruiz Ortiz del poder estatal. 

4 Raúl Marcial Pérez, “Despreciados comunicadores 
serviles”, en SI Gráfico de Oaxaca, 1 de agosto de 
2006 [columna SI otro lado de la moneda]. 
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La historia nos demuestra que ios 
poiíticos y ei machismo han trata¬ 
do de apiastaria [a ia mujer] pero 
esta hazaña que acaban de reaii- 
zar es ei mejor testimonio que nos 
pueden dar, ai estarias viendo en 
ias pautabas de ias teievisoras ha- 
biando ai puebio io que acontece 
en Oaxaca. Mi ahucia diría: “esa 
mujer tiene ia saya muy bien ama¬ 
rrada a ia cintura”, y muy cierto, 
porque para io que están hacien¬ 
do dentro dei puebio hay que te¬ 
ner carácter y mucha entereza.^ 

“Tal vez a eso querían que le ba¬ 
jara Raúl. Tal vez por eso lo mata¬ 
ron”, diee su esposa Enielia, a easi 
euatro años del asesinato. Él es el 
segundo de los euatro periodistas 
asesinados a mano armada durante 
el sexenio de Ulises Rniz Ortiz. 


El informe editado por Artíeulo 
19 y Ceneos asegura que más de 


65% de las agresiones a periodis¬ 
tas es ejeeutado por funeionarios 
püblieos. Esta senteneia se opo¬ 
ne al diseurso ofieial que indiea 
que los asesinatos, amenazas o 
agresiones provienen del erimen 
organizado. 

De los más de 244 easos ana¬ 
lizados por las organizaeiones, 
sólo “6.15% de las agresiones se 
imputan a aetores del erimen or¬ 
ganizado, que si bien esta eifra no 
niega la gravedad de su partieipa- 
eión, sí eoloea elementos para una 
reflexión del problema desde otro 
enfoque”. En tanto, en 14.34% 
no se logró determinar la autoría. 
“Llama la ateneión que, en el uni¬ 
verso de las agresiones registradas, 
los presuntos responsables son en 
65.57% funeionarios públieos”; en 
este sentido, indiea el informe, “el 
erimen organizado no se puede 
eonsiderar eomo un aetor total¬ 
mente fuera de la responsabilidad 
del Estado”.^ 

Otro 7.79% de los presuntos 
responsables forma parte de par¬ 


tidos polítieos, ya sea eomo mili¬ 
tantes o eomo simpatizantes. “La 
gran mayoría de estas agresiones 
tuvieron lugar en los primeros seis 
meses del año y estuvieron rela- 
eionadas eon diferentes proeesos 
eleetorales que se dieron a media¬ 
dos de 2009”, indiea. También se 
meneiona la presunta responsabi¬ 
lidad del empresariado en 2.05%; 
los integrantes de los sindieatos, en 
1.23%, apareeen eomo presuntos 
agresores en dos easos que están 
estreehaniente ligados al tema de 
la libertad sindieal.^ 

Del análisis de Artículo 19 y 
Céneos se desprende que 83.61% 
de las personas agredidas son perio¬ 
distas; también se han registrado 
acciones en contra de los medios 
y de sus trabajadores y trabajadoras 
hasta en 5.74%.® Luego de cono¬ 
cer y padecer historias de perio¬ 
distas agredidos y asesinados, así 
como revisar las cifras desalentado¬ 
ras, ¿se puede hablar de libertad de 
expresión y de democracia plena 
en nuestro país? 


5 Raúl Marcial Pérez, “Hazaña de valientes mujeres”, 6 Entre la violencia y la indiferencia: Informe de agre- 


en SI Gráfico de Oaxaca, 2 de agosto de 2006, 
[columna £1 otro lado de la moneda]. 


siones contra la libertad de expresión en México 7 Idem. 
2009, op. cit. 


8 Idem. 

Fotoilustraclón: Edgar Sáenz Lara / cdhdf, basada en el periódico £1 Gráfico de Oaxaca. 





Agencia especializada 
y protocolo de protección 
para periodistas en el 
Distrito Federal 

DAVID PEÑA* 


En los últimos tres meses se aprobaron y publicaron dos decisiones importantes por 
parte de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal (pgjdf) relacionadas con 
la protección y defensa de las y los periodistas en el ejercicio de su actividad profesional. 
Primero se publicó el acuerdo A/004/2010 del Procurador General de Justicia del Distrito 
Federal por el que se crea la Agencia Especializada para la Atención de Delitos Cometidos 
en Agravio de las y los Periodistas en el Ejercicio de esta Actividad, en donde se establecen 
los lineamientos de actuación para el personal ministerial que conozca de dichos delitos. 
Posteriormente fue publicado el acuerdo A/011/2010 de la misma instancia en el que se 
emite el Protocolo de Investigación para la Atención de Delitos Cometidos en Agravio de 
las y los Periodistas en el ejercicio de esta actividad. Sobre estos dos instrumentos legales 
formularé algunos apuntes y consideraciones. 


En el acuerdo que crea la Agencia Especializada ha sido un acierto el reconocer la calidad 
de periodista o colaborador tomando como base lo señalado en la Ley del Secreto Profe¬ 
sional del Periodista en el Distrito Eederal, pues este instrumento legal es el único a nivel 
nacional que define la labor de las y los periodistas con una perspectiva amplia y armónica 
con los estándares internacionales. Sin embargo, este avance encuentra su primer obstáculo 
cuando le ordena al Ministerio Público (mp) “iniciar la averiguación previa y establecer en 
su caso si los hechos materia de la investigación se cometieron en contra de la o el periodista 
en el ejercicio de esta actividad”. 


* Integrante de la Asociación Nacional de Abogados Democráticos de México. 
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Obstáculos en el proeedimiento 

Una vez iniciada la averiguación 
previa, y antes de que se recaben 
información, pruebas, testimonios 
o elementos de convicción que 
permitan determinar el origen y 
motivación de la agresión o el deli¬ 
to en contra de los profesionales de 
la comunicación, el mp tendrá que 
establecer si los hechos materia de 
la investigación se cometieron en 
contra del periodista en el ejercicio 
de su actividad, constituyéndose 
esta determinación como un pri¬ 
mer filtro y hasta un obstáculo. De 
entrada, la redacción del acuerdo 
no deja claro si esa determinación 
se relaciona con el momento y las 
circunstancias en que ocurrieron 
los hechos y si éstos pueden ser co¬ 
nocidos por la Agencia Especiali¬ 
zada cuando hayan sido cometidos 
mientras el periodista “trabajaba” 
(o sea en horario hábil, en día há¬ 
bil, etc.); o bien si dicha determi¬ 
nación va encaminada a establecer 
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de inicio si los hechos tienen rela¬ 
ción con el desempeño profesional 
del periodista. 

Cualquiera de las dos hipóte¬ 
sis representa un filtro innecesario 
e incluso un obstáculo, pues no 
se tendrían hasta ese momento 
elementos o consideraciones que 
permitieran determinar la causa y 
motivación de la agresión; y le co¬ 
rresponde precisamente al mp, tras 
una investigación el determinar la 
naturaleza de los hechos delicti¬ 
vos, -sólo tras una investigación y 
no a priori ni con los datos obteni¬ 
dos de primera mano al iniciar la 
averiguación previa. 

Un segundo obstáculo lo ob¬ 
servamos cuando en el acuerdo 
se refiere que “cuando se tenga 
que determinar por motivo de su 
complejidad sobre las caracterís¬ 
ticas o atributos que definen a un 
periodista o comunicador se re¬ 
currirá a [...]”, a pesar de que ya 
quedó establecido que se basará 
en la definición de la Ley del Se¬ 


creto Profesional del Periodista en 
el Distrito Federal para analizar 
cuándo una persona es o no consi¬ 
derada con esa calidad. En el mis¬ 
mo acuerdo se impone un nuevo 
candado u obstáculo para que esta 
agencia tenga intervención plena 
en la investigación de ilícitos re¬ 
lacionados con profesionales de la 
comunicación. 

En el texto del acuerdo se se¬ 
ñala que se puede consultar a la 
Comisión de Derechos Elumanos 
del Distrito Federal (cdhdf), a or¬ 
ganizaciones gremiales e incluso a 
medios de comunicación para “de¬ 
terminar” la calidad de la víctima, 
abriendo un proceso innecesario y 
absurdo sobre ésta, pues de nueva 
cuenta no se parte de una consi¬ 
deración objetiva o con base en la 
información que se ha recabado 
durante la investigación, sino que 
sujeta la determinación a consi¬ 
deraciones externas y previas que 
estereotipan y predefinen la con¬ 
ducta ministerial. 




Posteriormente, el aeuerdo se¬ 
ñala las diligeneias y aeeiones que 
se tendrán que tomar tanto en ma¬ 
teria de investigaeión básiea eomo 
sobre medidas de seguridad para 
investigar los heehos y proteger 
a las víetimas, respeetivamente, 
obligaeiones que están más deta¬ 
lladas en el protoeolo de investiga¬ 
eión respeetivo y que eonientaré 
más adelante. 

La naturaleza del aeuerdo que 
erea la Ageneia Espeeializada se 
desprende de una preoeupaeión 
espeeífiea por parte de pgjdf re- 
laeionada eon las agresiones a 
periodistas eomo un fenómeno 
ereeiente a nivel naeional, del eual 
el Distrito Federal no está exento. 

En este punto nos topamos 
eon dos eondieionantes que ereía- 
mos salvadas, eon base en las ex- 
perieneias anteriores de fisealías 
semejantes en otros estados e in- 
eluso a nivel federal. 

Cuando una unidad es espeeia¬ 
lizada, eomo la ageneia en euestión, 
no puede partir de eonsideraeiones 
negativas ni restrietivas. La espeeia- 
lizaeión del personal radiea en su 
eapaeidad para diseernir los heehos, 
su naturaleza, la posible relaeión de 
éstos eon la labor profesional y, so¬ 
bre todo, la ealidad de periodista o 
eomunieador de la víetima. 

Al inieiar una investigaeión tie¬ 
ne que partirse de estas eonsidera¬ 
eiones básieas: 

Primero: que la víetima es periodis¬ 
ta por el simple heeho de que 
así se antodenomine e identifi¬ 
que ante el mp; éste, eomo una 


institueión de buena fe, debe 
ereerlo y tendrá el tiempo que 
dure la investigaeión para eo- 
rroborarlo, y 

Segundo: que los heehos delietivos 
fueron eometidos eomo eon- 
seeueneia o derivados de su 
ejereieio profesional. Partir de 
supuestos eontrarios sólo eon- 
vertiría a esta nueva ageneia 
en un instrumento buroerátieo 
más, ineapaz de llevar a eabo 
investigaeiones serias y reales. 

Ambas eonsideraeiones pueden ser 
parte de la investigaeión e ineluso 
de la determinaeión final de res¬ 
ponsabilidad que aeredite el mp. 

Deficiencias del Protocolo 
de investigación 

A partir de estos apuntes eomen- 
taré ahora el Protoeolo de Investi¬ 
gaeión para la Ateneión de Delitos 
Cometidos en Agravio de las y los 
Periodistas en el ejereieio de esta 
aetividad, el enal regula y dirige 
la eondneta del mp para atender 
easos eon el perfil que hemos es¬ 
tado eomentando. De entrada, 
eonsidero que ni es un protoeolo 
de investigaeión, ni mueho menos 
se puede interpretar eomo un ma¬ 
nual de investigaeión para la agen¬ 
eia espeeializada en la materia. 

Las razones son que dentro de 
este protoeolo no se estableeen, en 
ningún momento y bajo ninguna 
eonsideraeión, aeeiones “espeeia- 
lizadas” para la investigaeión de 
un ilíeito eometido en eontra de 


un periodista por el ejereieio de su 
trabajo. No estableee tampoeo las 
eireunstaneias que se deberán to¬ 
mar en euenta para inieiar una in¬ 
vestigaeión relaeionada eon ilíeitos 
que vineulen a medios de eomn- 
nieaeión eomo personas morales y 
no sólo a los periodistas eomo per¬ 
sonas físieas. No estableee eriterios 
de entrevistas para las víetimas, de 
ateneión y de análisis de publiea- 
eiones, eseritos, eomentarios, pro¬ 
gramas o manifestaeiones públieas 
de los periodistas en el ejereieio 
de su profesión, eomo la primera 
y prineipal línea de investigaeión 
que se tendría que agotar. 

La investigaeión de un delito o 
agresión eontra un periodista o un 
medio de eomunieaeión, además 
de partir -eomo ya lo señalé ante¬ 
riormente- de que ese ilíeito fue 
eometido debido al ejereieio profe¬ 
sional de la libertad de expresión, 
tiene que inieiar realizando una 
investigaeión sobre las expresio¬ 
nes públieas de los eomunieadores 
-entiéndanse éstas eomo reporta¬ 
jes, pnblieaeiones, entrevistas, li¬ 
bros, pnblieaeiones eleetrónieas, 
ete.; ineluyendo entrevistas eon 
eompañeros de trabajo, los dueños 
del medio de eomunieaeión, otros 
medios de eomunieaeión-, el aná¬ 
lisis de otras agresiones semejan¬ 
tes en el medio periodístieo y una 
larga lista de diligeneias espeeiales 
eon base en las eriales se podrán 
definir las líneas de investigaeión 
posteriores. 

En este protoeolo sólo se enun- 
eian obligaeiones genérieas y lega¬ 
les para la aetuaeión del mp, que de 


Número 0? • Julio 2010 59 


Referencias 


igual manera tendría que aeatar y 
eumplir si la víetima del delito no 
fuere un profesional de la eomuni- 
eaeión; es deeir, este protoeolo de 
investigaeión no dota de materia 
espeeializada a la ageneia y tanipo- 
eo estableee los lineamientos para 
fijar los derroteros de la investiga¬ 
eión eriminal básiea por un posi¬ 
ble delito eometido en agravio de 
eualquier eiudadano. 

No puede entenderse un de¬ 
lito eontra un periodista eomo un 
delito genérieo. El análisis que 
debería haeer la Ageneia espeeia¬ 
lizada, y que lamentablemente no 
se eneuentra eontenido en su pro¬ 
toeolo, tendría que tomar en euen- 
ta elementos eomo la motivaeión 
del delito -es deeir, las eausas que 
provoearon al agresor a eometer el 
delito-, y no sólo analizar el delito 
en sí mismo ni las eireunstaneias 
de tiempo y modo en que se eome- 
tió, puesto que las eireunstaneias 
son indispensables para determi¬ 
nar la forma y eoniisión del delito 
pero no para determinar la moti¬ 
vaeión del agresor. La mayoría de 
las agresiones en eontra de las y los 
periodistas quedan impunes preei- 
samente porque los agentes del mp 
se dediean a “investigar” el delito 
eomo uno genérieo, sin analizar 
las eausas o motivaeiones que “pro¬ 
voearon” la agresión. 

Pongamos un easo hipotétieo 
de lo anterior. Una revista sufre un 
robo en sus ofieinas y se llevan una 
eomputadora (de 13 que hay en las 
instalaeiones), arehivos de infor- 
maeión de una investigaeión sobre 
eorrupeión de gran envergadura. 


earpetas de ingresos y egresos, es¬ 
tados eontables, aetas eonstitutivas 
y demás informaeión “sin relevan- 
eia” para un ladrón eomún, pero 
de suma importaneia para eiertas 
personas que se sienten intimida¬ 
das por las investigaeiones que rea¬ 
liza la revista. 

Las aetuaeiones inieiales del 
MP, tras revisar las instalaeiones 
y reeabar las pruebas en el lugar, 
deberían ser preeisamente aeer- 
earse e investigar a esas personas 
que se han sentido intimidadas 
y que ineluso han amenazado o 
demandado a la revista por sus pu- 
blieaeiones, y a partir de esa infor- 
uiaeión generar posibles líneas de 
investigaeión sólidas y ereíbles. 

Por el eontrario, el mp se de- 
diea a eitar a los dueños de “los 
doeumentos” para que eada uno 
deelare qué doeumento le ro¬ 
baron, eita al dueño de la eom¬ 
putadora para que aeredite la 
propiedad, eita a la representante 
legal para que señale por qué esos 
doeumentos estaban en su pro¬ 
piedad y un sinfín de aetuaeiones 
más. Estas no tienen un sentido 
de investigaeión real, busean sólo 
eubrir sus aetuaeiones para no 
ineurrir en responsabilidad, y ela- 
ramente no van dirigidas a inves¬ 
tigar los heehos delietivos eomo 
si hubieran sido motivados por el 
ejereieio profesional de esta revis¬ 
ta sino eomo un delito genérieo 
de robo donde lo más importante 
no es aereditar la motivaeión del 
ilíeito sino aereditar la propiedad 
de lo robado, eomo si se tratase de 
un robo en el que simplemente se 


busea desapoderar a la víetima de 
sus propiedades por otro fin, no 
por eso menos importante pero 
sí diferente, dadas las eondieiones 
de la propia revista. 

Conclusión 

Las y los periodistas, los medios de 
eomunieaeión, y las y los defenso¬ 
res de dereehos humanos, así eomo 
todo el gremio de profesionales de 
la eomunieaeión, eonfiamos y es¬ 
peramos que la Ageneia Espeeiali¬ 
zada se eonvierta verdaderamente 
en una ageneia espeeializada y no 
en una ageneia de nombre largo y 
resultados eortos. 

El aeuerdo que le da ereaeión 
y su protoeolo de investigaeión 
son limitados e ineluso defieien- 
tes, pero su personal tiene la po¬ 
sibilidad de ir más allá y atender 
verdaderamente los delitos eontra 
periodistas en nuestra eiudad. Es¬ 
temos atentos y revisemos en el 
eorto tiempo sus resultados y su 
efeetividad. 

Las experieneias que hemos 
tenido en relaeión eon fisealías o 
ageneias semejantes no son buenas; 
los resultados son ínfimos y la im¬ 
punidad es una eonstante en easi 
todos los easos. Ojalá la pgjdf y su 
ageneia espeeializada no ingresen 
en esta lista. Llevan poeo tiempo de 
haber inieiado y tenemos eonfianza 
en que rompan esta inereia y atien¬ 
dan los easos que se les presenten 
eon una visión de dereehos huma¬ 
nos y de respeto total a la libertad 
de expresión e informaeión. 
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Reportando 
Corte IDH** 

Período de enero a mayo 
de 2010 

JORGE F. CALDERÓN GAMBOA* 

En este reporte se informará brevemente sobre los principales eventos realizados por la 
nueva Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte idh) durante su lxxxvi Periodo 
Ordinario de Sesiones, celebrado en su sede de Costa Rica del 25 de enero al 6 de febrero 
de 2010; su XLi Periodo Extraordinario de Sesiones, celebrado en Perú del 12 al 16 de 
abril de 2010; y su Lxxxvii Periodo Ordinario, celebrado en Costa Rica del 12 al 29 de mayo 
de 2010. Particularmente, se hará una breve descripción de la audiencia pública de los 
casos Fernández Ortega y Rosendo Cantú vs. México, así como de otros hechos relevantes. 


2010, nueva etapa para la Corte idh 

A partir de enero de 2010 inició para la Corte idh una nueva etapa, debido a su nueva com¬ 
posición. Se incorporaron los jueces Alberto Pérez Pérez (Uruguay) y Eduardo Vio Crossi 
(Chile) en sustitución de dos de los jueces más antiguos: Sergio Carcía Ramírez (México) 
y Cecilia Medina (Chile), quienes concluyeron su periodo en 2009; así como el nuevo 
presidente Diego Carcía-Sayán (Perú) y el vicepresidente Leonardo A. Franco (Argentina). 

Además, entró en vigor el nuevo reglamento de la Corte idh, el cual otorga un rol 
protagónico a los representantes de las víctimas, crea el Fondo de Asistencia Legal del 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos, permite la intervención de la Defensoría 
Interamericana, anula la figura del juez ad-hoc, e incluye modificaciones en otras reglas 
del procedimiento.* 


* Abogado titular de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte idh). Las opiniones aquí expresadas son exclusivas del autor y no 
representan la opinión de la Corte idh. La presente colaboración se hace en el marco del convenio de cooperación celebrado entre la Corte 
IDH y la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal [cdhdf]. 

** La Corte idh fue establecida en 19?9 y es una institución judicial autónoma de la Organización de los Estados Americanos, cuyo objetivo es 
la aplicación y la interpretación de la Convención Americana sobre Derechos Humanos [cadh] y de otros tratados concernientes al mismo 
asunto. Está formada por juristas de la más alta autoridad moral y de reconocida competencia en materia de derechos humanos, quienes 
son electos a título personal. Los fallos y resoluciones de la Corte idh pueden consultarse en <www.corteidh.or.cr>. 

1 Para mayor información, veóse <www.cidh.oas.org/Basicos/BasicoslO.htm>, página consultada el 24 de junio de 2010. 
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El escenario que se perfila re¬ 
fleja procedimientos más directos 
para las víctimas así como etapas 
más diligentes y efectivas. Dichos 
cambios conducirán, sin lugar a 
dudas, a nuevos desafíos dentro del 
sistema interamericano. Especial¬ 
mente corresponderá a la Comi¬ 
sión Interamericana de Derechos 
Humanos (cidh) la consolidación 
en la emisión de mayores informes 
de fondo; a los representantes de 
las víctimas, la diligencia y expertise 
en el litigio de casos; y a los Estados 
no sólo la defensa, sino también el 
debido cumplimiento de los fallos 
de la Corte idh, así como la imple- 
mentación de los estándares intera¬ 
mericanos en los distintos órganos 
del Estado. 

Ello exige a la Corte idh una 
respuesta efectiva y de calidad 
a las distintas problemáticas de 
derechos humanos que se irán 
presentando ante ésta, y que fije 
estándares más precisos para cier¬ 
tas temáticas donde aún existe fal¬ 
ta de pronunciamiento y para otros 
casos de ambigüedad. 

Reseña de la audieneia en 
el Caso Fernández Ortega vs. 
México (Integridad personal 
y aeeeso a la justieia) 

El 15 de abril de 2010 en Lima, 
Perú, la Corte idh celebró la au¬ 
diencia pública de este caso. Los 
hechos se relacionan con la ale¬ 
gada violación sexual y tortura por 
parte de miembros del Ejército 
mexicano en perjuicio de la indí¬ 


gena me’phaa Inés Eernández Or¬ 
tega. En dicha audiencia la cidh se 
pronunció respecto de la violación 
a los artículos de la Convención 
Americana sobre Derechos Hu¬ 
manos (cadh) relacionados con el 
derecho a la integridad personal 
(artículo 5°), a las garantías judi¬ 
ciales (artículo 8°), a la protección 
de la honra y de la dignidad (ar¬ 
tículo 11) y a la protección judi¬ 
cial (artículo 25), en relación con 
la obligación de respetar los dere¬ 
chos establecida en el artículo 1.1 
del mismo instrumento. También 
se refirió la violación del artículo 
7° de la Convención Interamerica- 
na para Prevenir, Sancionar y Erra- 
diar la Violencia contra la Mujer 
(Convención de Belém do Pará), 
así como el incumplimiento de los 
artículos 1°, 6° y 8° de la Conven¬ 
ción Interamericana para Prevenir 
y Sancionar la Tortura (cipst) en 
perjuicio de Inés Eernández Orte¬ 
ga, y de los artículos 5°, 8° y 25 de 
ésta en perjuicio de sus familiares. 

Los representantes de las pre¬ 
suntas víctimas solicitaron a la 
Corte IDH que declarará, además, 
que el Estado era responsable por 
la violación a los artículos 16 (li¬ 
bertad de asociación) y 24 (igual¬ 
dad ante la ley) de la cadh. 

El Estado, por su parte, emitió 
un reconocimiento parcial de res¬ 
ponsabilidades en el sentido de la 
falta de atención médica especiali¬ 
zada, que debía haber incluido la 
parte psicológica y no sólo la físi¬ 
ca, a Inés Eernández Ortega y que 
debió realizarse sin dilación; así 
como de la extinción de la prueba 


pericial tomada de la víctima, las 
cuales constituyen violaciones al 
artículo 8.1 de la cadh. Además, 
reconoció que existen dilación y 
ausencia de debida diligencia en 
las investigaciones, lo que viola los 
artículos 8.1 y 25 de la cadh y, en 
consecuencia, también el artícu¬ 
lo 5.1 respecto de la integridad psi¬ 
cológica de la víctima. 

No obstante, el Estado pidió a 
la Corte idh revisar y pronunciar¬ 
se puntualmente sobre algunos 
asuntos específicos referentes a los 
artículos 5.1, 8.1 y 25 de la cadh. 
El Estado negó responsabilidad 
respecto de los artículos 5.1, 11 y 
16 de la Convención o de otro ins¬ 
trumento jurídico interamericano, 
derivada de las investigaciones. En 
sus alegatos finales, el Estado reti¬ 
ró la excepción preliminar que ha¬ 
bía interpuesto en su contestación 
a la demanda en el sentido de la 
falta de competencia de la Corte 
IDH para determinar violaciones a 
la Convención de Belém do Pará. 

Además, en esta audiencia la 
Corte IDH escuchó tres peritajes: 
el de Clemencia Correa González 
(propuesta por los representantes), 
quien declaró sobre ü) el impacto 
personal y familiar que había sufri¬ 
do la víctima a raíz de la alegada 
violación sexual y la supuesta im¬ 
punidad del caso, y b) las medidas 
necesarias para reparar el daño que 
se había causado; Rosalva Aída 
Hernández Castillo (propuestas 
por los representantes), quien de¬ 
claró sobre ü) el impacto que había 
tenido en la comunidad indígena, 
en especial en las mujeres, la vio- 
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lación sexual que había sufrido la 
víetima; y b) la alegada afeetaeión 
al tejido eoniunitario y la supues¬ 
ta impunidad en el easo, y las po¬ 
sibles medidas de reparaeión; y 
Maréela Huaita (propuesta por la 
cidh), quien deelaró sobre a) los 
desafíos que enfrentan las mujeres 
para aeeeder a la justieia en easos 
de violeneia sexual; b) la reeopila- 
eión de pruebas en easos de violen¬ 
eia sexual, ye) las reparaeiones en 
easo de violeneia sexual.^ 

Reseña de la audiencia en el Caso 
Rosendo Cantú y otra vs. México 

El 27 de mayo pasado la Corte idh 
eelebró en su sede la audieneia 
públiea del presente easo. Los he- 
ehos se relaeionan eon la supuesta 
violaeión y tortura de la indígena 
me’phaa Valentina Rosendo Can¬ 
tú el 16 de febrero de 2002 en el 
estado de Cuerrero, Méxieo, eon 
la supuesta falta de debida diligen- 
eia en la investigaeión y saneión 
de los responsables de los heehos, 
eon las alegadas eonseeueneias de 
los heehos del easo para Valentina 
Rosendo Cantú y su hija, eon la 
supuesta falta de reparaeión ade- 
euada en favor de las presuntas 
víetinias, eon la utilizaeión del 
fuero militar para la investigaeión 
y juzgamiento de violaeiones a los 
dereehos humanos, y eon las su¬ 
puestas difieultades que enfrentan 
las personas indígenas, en partieu- 

2 La audiencia pública está disponible en <www. 
corteidh.or.cr/tablas/video/video.cfm>, página con¬ 
sultada el 11 de junio de 2010. 


lar las mujeres, para aeeeder a la 
justieia y a los servieios de salud 
en Méxieo. 

En dieha audieneia la cidh se 
pronuneió sobre la violaeión a los 
dereehos reeonoeidos en los ar- 
tíeulos 5.1, 8.1, 11, 19, 25 y 1.1 de 
la CADH, así eomo en el artíeulo 
7° de la Conveneión de Belem do 
Pará y en los artíeulos 1°, 6° y 8° de 
la ciPST, en perjuieio de Valentina 
Rosendo Cantú. Asimismo, la vio¬ 
laeión a los artíeulos 5.1 y 1.1 en 
perjuieio de su hija Yenys Bernar- 
dino Rosendo. 

Los representantes de las víe- 
timas alegaron adieionalmente la 
violaeión a los artíeulos 2°, 5°, 11, 
8° y 25 en perjuieio de otros fami¬ 
liares de Rosendo Cantú, así eomo 
al artíeulo 24 en relaeión eon los 
demás dereehos alegados. Por su 
parte, el Estado emitió su reeono- 
einiiento de responsabilidad in- 
ternaeional por las violaeiones de 
algunos de los dereehos disputa¬ 
dos; sin embargo, no reeonoeió la 
interveneión direeta de agentes del 
Estado en la violaeión. Asimismo, 
eomo en el easo Inés Eernández, 
el Estado retiró la exeepeión preli¬ 
minar que había interpuesto en su 
eontestaeión a la demanda, en el 
sentido de la falta de eompeteneia 
de la Corte cidh para determinar 
violaeiones a la Conveneión de 
Belém do Pará. 

La Corte cidh eseuehó de ma¬ 
nera privada el testimonio de Va¬ 
lentina Rosendo sobre los heehos 
del easo; asimismo, eseuehó al tes¬ 
tigo Elipólito Lugo Cortés, quien 
deelaró sobre a) las quejas reeibi- 


das por la Comisión de Defensa 
de los Dereehos Elumanos del Es¬ 
tado de Cuerrero (Coddehumgro) 
por supuestos abusos militares en 
eontra de las personas indígenas 
en Cuerrero; b) la supuesta fal¬ 
ta de aeeeso a los servieios de sa¬ 
lud para las mujeres indígenas; c) 
la investigaeión realizada por la 
Coddehumgro en el easo de Valen¬ 
tina Rosendo Cantú, y d) el aeoni- 
pañamiento realizado a la presunta 
víetima para presentar la denuneia 
ante las autoridades del Estado, 
partieularmente ante el Ministerio 
Públieo del fuero eomún. 

La perito Roxana Arroyo Var¬ 
gas, propuesta por los represen¬ 
tantes, deelaró sobre ü) la alegada 
diseriniinaeión que sufren las mu¬ 
jeres víetimas de violeneia; b) la 
alegada falta de aeeeso a la justieia 
que sufren las mujeres indígenas 
víetimas de violeneia, y c) las posi¬ 
bles medidas neeesarias para obte¬ 
ner una reparaeión adeeuada en el 
presente easo. Uno de los prineipa- 
les puntos de disensión versó sobre 
la aereditaeión o no de la partiei- 
paeión de militares en la violaeión 
sexual eontra la víetima y si este 
heeho podría eonfigurar tortura. 

La Corte idh también eelebró 
audieneias públieas en Perú sobre 
los easos Ibsen Cárdenas e Ibsen 
Peña vs. Bolivia (desaparieión for¬ 
zada) y Comunidad Indígena Xak- 
mok Kásek vs. Paraguay (dereehos 
de propiedad eomunal indígena y 
vida digna). Asimismo, en su lxxx- 
vii Periodo Ordinario eelebró la 
audieneia del Caso Comes Lund 
y otros (guerrilha do Araguaia) vs. 
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Brasil, en el eontexto del régimen 
militar de Brasil. 

Nuevas sentencias 

En su Lxxxvii Periodo Ordinario 
de Sesiones la nueva Corte idh de¬ 
liberó sus primeras dos senteneias 
en los easos Chitay Neeh vs. Gua¬ 
temala (desaparieión forzada), y 
Cepeda Vargas vs. Colombia (eje- 
eueión extrajudieial). Las senten¬ 
eias se publiearán próximamente. 

Audiencias de medidas 
provisionales 

La Corte idh celebró audiencias 
públicas sobre medidas provisiona¬ 
les con el propósito de obtener in¬ 
formación por parte de los Estados, 
de la ciDH y de los representantes 
de los beneficiarios en relación 
con la implementación y efecti¬ 
vidad de las siguientes medidas 
provisionales ordenadas: asunto 
Meléndez Quijano y otros respecto 
de El Salvador, asunto Eloísa Ba¬ 
rrios respecto de Venezuela, asunto 
Giraldo Cardona respecto de Co¬ 


lombia, caso Caballero Delgado 
y Santana respecto de Colombia; 
asunto Pueblo Indígena Sarayaku 
respecto de Ecuador, asunto de las 
Comunidades del Jiguamiandó y 
del Curbaradó respecto de Colom¬ 
bia, y asunto de la Comunidad de 
Paz de San José de Apartadó res¬ 
pecto de Colombia. 


Audiencias de supervisión 
de cumplimiento 

La Corte idh celebró también 
medidas de supervisión de cum¬ 
plimiento en los casos Hermanas 
Serrano Cruz vs. El Salvador, Las 
Palmeras vs. Colombia, Apitz y 
otros vs. Venezuela, El Amparo vs. 
Venezuela, Barrios Altos vs. Perú, 
Cesti Hurtado vs. Perú, Moiwana 
vs. Suriname, Acevedo Jaraniillo vs. 
Perú, De la Cruz Llores vs. Perú, 
Yatama vs. Nicaragua, Heliodoro 
Portugal vs. Panamá y García Prieto 
vs. El Salvador, esta última de su¬ 
pervisión de cumplimiento de Sen¬ 
tencia y de implementación de las 
medidas provisionales. 

Destaca una audiencia privada 
entre las partes con el propósito de 


obtener información respecto del 
cumplimiento de la medida de re¬ 
paración sobre la atención médica 
y psicológica ordenada en ocho 
casos colombianos: 19 Comer¬ 
ciantes, Masacre de Mapiripán, 
Gutiérrez Soler, Masacre de Pue¬ 
blo Bello, Masacre de La Rochela, 
Masacres de huango, Escué Zapa¬ 
ta y Valle Jaraniillo. 

Otros asuntos 

El 25 de febrero de 2010, en la 
sede de la Corte idh en San José, 
Costa Rica, se firmó un convenio 
de cooperación internacional en¬ 
tre el Ministerio Noruego de Re¬ 
laciones Exteriores y este tribunal. 
Este acuerdo, titulado Eortaleci- 
miento de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos 2010-2012, 
tiene dos objetivos principales: a) el 
fortalecimiento de las capacidades 
de la Corte idh para proteger y pro¬ 
mover la aplicación de los derechos 
humanos en el continente ameri¬ 
cano, y b) mejorar el acceso de las 
víctimas de violaciones a derechos 
humanos al mecanismo de protec¬ 
ción internacional de la Corte idh. 
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